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Uno de los sectores del ordenamien-
to jurídico que ha presentado una ma-
yor evolución en los últimos años ( pro-
ducto del atraso que sufría) ha sido, sin
lugar a dudas, el del «Derecho deporti-
vo». Dentro de este conjunto de normas
el anacronismo mayor se presentaba en
relación con aquéllas en el que se regu-
laba el denominado Deporte profesio-
nal; anacronismo que se producía tanto
en relación con las propias relaciones
de trabajo del deportista como con la
forma jurídica con que se desenvolvía
la actividad de los clubs deportivos.

Si en lo que respecta a las relacio-
nes laborales del deportista profesional
se había superado la antigua situación
de «esclavitud» (bien retribuida pero
esclavitud a fin de cuentas ya que no
podían abandonar el club hasta que éste
lo vendiese) en la que se encontraban
los deportistas como consecuencia del
«derecho de retención» gracias al R.D.
1006/85, por el que se regula la rela-
ción laboral especial de los deportistas
profesionales; en relación con la es-
tructura jurídica de los clubs deporti-
vos no se había dado ningún paso que
los adecuase a la nueva situación.

El estado de los clubes, como es por
todos conocido, era bastante grave.
Habida cuenta de que los dirigentes no
eran responsables de las deudas que
generase su gestión, se lanzaban a la
búsqueda de jugadores abonando por
ellos a sus clubs de origen sumas exor-
bitantes y pagándoles a los deportistas
cantidades que distaban mucho de ser
razonables. La posibilidad que daba el
R.D. 1006/85 de que los jugadores rom-
piesen los contratos con sus clubs a
cambio de una indemnización hizo que
los dirigentes se dedicasen a «tentar»
constantemente a jugadores de otros
clubs pagando por la rescisión del con-
trato sumas que en algunos casos llega-
ron a 500.000.000., sin tener en cuenta
si la calidad real del jugador y, sobre
todo, si las posibilidades económicas
del club podían permitirlo. Ello condu-
jo a una situación de crisis generaliza-
da en el deporte profesional español
con unas deudas que, en el fútbol, su-
peraban en total los 25.000 millones de
pesetas y que condujeron a la desapari-
ción de algún club histórico del fútbol
español como el Real Burgos.

Ante esta situación, desde el Conse-
jo Superior de Deportes se empieza a
hablar desde 1987 de la conveniencia
de transformar los clubs que desarro-
llan actividades deportivas profesiona-
les en Sociedades Anónimas. Esta idea
cuajó, a pesar de las críticas recibidas
(sobre de todo de excesiva mercan-
tilización del deporte, como nos recuer-
da GÓMEZ NAVARRO en el Prólogo a la
obra comentada), en la Ley 10/90, de
15 de octubre, del Deporte. A partir de
ese momento se produce el complejo
proceso de transformación de la prácti-
ca totalidad (salvo Real Madrid, C.A.
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Osasuna, Ath. Bilbao y F.C. Barcelona)
de clubs de fútbol y baloncesto en So-
ciedades Anónimas Deportivas; proce-
so a cuyos aspectos jurídicos dedican
los autores la obra objeto de este co-
mentario.

No obstante conviene reseñar que
en los pocos meses que han transcurri-
do desde la transformación ya se ha
observado que esta nueva fórmula socie-
taria no va a ser la panacea que elimine
la situación de crisis del deporte profe-
sional. Algunos dirigentes han seguido
derrochando un dinero que ha abocado
a algunos jugadores a protagonizar en-
cierros con el fin de que dichos clubes
(entre ellos el decano del fútbol espa-
ñol, el Recreativo de Huelva) no des-
aparezcan. Ello ha hecho que en la Fe-
deración Española de Fútbol se esté
empezando a pensar en una reducción
del fútbol profesional en nuestro país,
aunque la situación es difícil que mejo-
re cuando en muchos casos los dirigen-
tes utilizan el fútbol como vía de pro-
moción para ulteriores actividades, in-
cluso políticas.

Transformación de clubes de fútbol y
baloncesto en Sociedades Anónimas De-
portivas es una obra colectiva en la que
participan un conjunto amplio de cola-
boradores que, de una u otra forma han
tomado parte en el proceso de transfor-
mación de los clubs deportivos profe-
sionales en Sociedades Anónimas. Esta
obra tiene diez capítulos en cada uno
de los cuales se nos ilustra sobre los
diferentes aspectos que conforman la
nueva regulación del Deporte profesio-
nal en nuestro país. Aunque la obra no
aparezca estructurada en «partes» sí se
pueden establecer dos diferentes en fun-
ción de su contenido: por un lado en
los tres primeros capítulos están reco-
gidos los principios generales que han
inspirado la reforma del régimen de los
clubs de fútbol y baloncesto; por el otro,
los siete capítulos restantes están dedi-
cados al análisis de cada uno de los
aspectos de la reforma. Veamos breve-
mente cada uno de ellos.

GONZALO FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ rea-
liza en el Cap. I una serie de considera-
ciones generales sobre el marco legal
del deporte en la actualidad. A lo largo
del mismo analiza tanto las diversas

formas que presentan en la actualidad
los clubes deportivos (Club Deportivo
Elemental, Club Deportivo Básico y Club
Deportivo constituido por Entidades o
grupos); como la estructura básica de
lo que es el objeto general del libro, la
Sociedad Anónima Deportiva.

Producto de la estructura territorial
de nuestro país, el marco jurídico que
instaura la Ley del Deporte debe ser
integrada junto con la prolija regula-
ción que han aprobado las Comunida-
des Autónomas desde su constitución.
A este fin dedica ANDON1 CORTAJERENA
MANCHADO el capítulo II de la obra. Si,
como nos recuerda el autor la compati-
bilidad entre ambas legislaciones es sen-
cilla en el caso de los clubs no profesio-
nales, presenta mayor dificultad en el
caso de las Sociedades Anónimas De-
portivas, precisamente por la au-
sencia de éstas en la legislación auto-
nómica.

El capítulo III de la obra está dedi-
cado por ADOLFO MENÉNDEZ MENÉNDEZ
a los principios fundamentales de las
nuevas sociedades anónimas deportivas.
En la opinión del autor estos son el de
supletoriedad de la regulación general
de las sociedades anónimas, al ser un
tipo especial de éstas; el principio de
intervención pública (producto de que
el deporte se sufraga en gran medida
con dinero público) y por último el prin-
cipio de máxima cautela en el régimen
económico cuya razón básica hay que
buscarla en el prejuicio que existe ante
los dirigentes de las S.A.D. por la de-
sastrosa gestión económica precedente
que ha provocado la necesidad, en el
caso del fútbol, de la aprobación de un
Plan de Saneamiento del Fútbol Profe-
sional; con una amplia participación,
directa e indirecta, de las Administra-
ciones Públicas.

La nueva forma de los clubs depor-
tivos profesionales, la Sociedad Anóni-
ma Deportiva, puede ser el resultado al
que se llegue de diversas formas, que
analiza RAMÓN ROIG SERRANO en el ca-
pítulo IV de este libro. En efecto, el
Real Decreto Legislativo 1084/91, de 5
de julio, sobre el régimen jurídico de
las Sociedades Anónimas Deportivas es-
tablece tres formas diferentes de crea-
ción: la transformación de los clubes
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deportivos en S.A.D., la adscripción de
los equipos profesionales de un club
deportivo a una S.A.D. de nueva crea-
ción y, por último, la creación ex novo
de una S.A.D. Es preciso tener en cuen-
ta que este procedimiento se aplicará
no sólo a los clubs que en este momen-
to participen en una competición pro-
fesional sino también a los que en el
futuro asciendan a este tipo de compe-
tición.

El capítulo V de Transformación de
clubes de fútbol y baloncesto en Socie-
dades Anónimas Deportivas está dedi-
cado por SABINO LÓPEZ al estudio del
procedimiento de conversión de los
clubs deportivos en S.A.D. En el proce-
so existieron tres fases, dentro de las
que presenta especial interés la inter-
media. En ella se desarrollaron los dos
puntos que resultaron más complejos
dentro de esta transformación: por un
lado, la determinación del capital mí-
nimo (que aparecen reseñados en el li-
bro) y por otra parte el proceso de ad-
quisición de acciones dividido en tres
fases, en función del concepto que tu-
viesen los futuros accionistas. En estas
dos fases fue donde se puso de mani-
fiesto la viabilidad o no del club (y que
llevó a la desaparición del Club Depor-
tivo Málaga, por ejemplo). Es preciso
reseñar la adquisición por parte de las
Administraciones Públicas en algunos
casos de acciones con la finalidad de
que se pudieran suscribir la totalidad
del capital mínimo; aunque debe rese-
ñarse que esta participación pública
alcanzó una proporción menor de la
que pensaban al inicio del proceso los
dirigentes del Consejo Superior de De-
portes. Asimismo, conviene reseñarse
que, aunque el procedimiento de trans-
formación de los clubs concluyó el ve-
rano pasado, aspectos formales del mis-
mo todavía no se han cumplido en al-
gún supuesto; por cuanto que sus diri-
gentes parecen negar legitimidad a al-
guna de las medidas que aparecen con-
templadas en la ley.

El Cap. VI está dedicado por ALVA-
RO REQUEIJO PASCUA al nuevo régimen
jurídico de accionistas y administrado-
res en las Sociedades Anónimas Depor-
tivas. Aquí se contempla no sólo la ca-
pacidad para ser accionistas (con una

serie de limitaciones que tienen por ob-
jeto, entre otros, no alterar el desarro-
llo de la competición y que podría pro-
vocar algún problema en el futuro si
asciende algún equipo de la Costa del
Sol a la Primera División de la Liga de
Fútbol) sino la Administración de la
Sociedad Anónima Deportiva, en don-
de se manifiesta el prejuicio antes rese-
ñado que aparece ante la gestión de los
dirigentes del deporte profesional. Con-
viene reseñar que la administración está
encomendada a un Consejo de Admi-
nistración compuesto por un mínimo
de siete miembros, que ha sustituido a
las antiguas Juntas Directivas de los
clubs profesionales.

A la contabilidad de las Sociedades
Anónimas Deportivas están dedicados
los capítulos VII y VIII de la obra que
comentamos. En el primero de ellos,
RUFO LÓPEZ RODRÍGUEZ analiza los as-
pectos contables y de auditorías de cuen-
tas de las Sociedades Anónimas Depor-
tivas, creados con la finalidad, común
a todas las Sociedades Anónimas, de
que las cuentas sean controlables y que
expresen la imagen fiel del patrimonio
de la situación financiera y de los re-
sultados de la sociedad en un marco de
transparencia y fiabilidad de dicha in-
formación.

En el capítulo siguiente, JUAN GE-
RARDO DOMÍNGUEZ MACIAS analiza la
adaptación por parte de las S.A.D. del
vigente Plan General de Contabilidad.
Este capítulo resulta de particular inte-
rés para los que trabajen en relación
con las S.A.D. habida cuenta de que se
recogen los aspectos que deberán apa-
recer en la adaptación de dicho Plan a
las S.A.D., todavía no producida, a pe-
sar de la solicitud realizada por el Con-
sejo Superior de Deportes.

El secretario general de la Liga del
Fútbol Profesional, JESÚS SAMPER VIDAL
analiza el régimen especial de los clu-
bes profesionales no obligados a adop-
tar la forma de Sociedad Anónima De-
portiva y que como señalamos más arri-
ba son sólo cuatro. Este régimen es ex-
traordinario para aquellos clubes que,
bajo la anterior forma jurídica, han te-
nido una gestión económica positiva en
los cuatro últimos ejercicios, mantenien-
do un patrimonio neto positivo. Con-
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viene reseñar que de los clubes antes
señalados, el mantenimiento de esta
forma parece que va a ser de breve du-
ración; por cuando que alguno de ellos
está estudiando la posibilidad de trans-
formarse en S.A.D., (Real Madrid) o en
constituir una fundación para obtener
ventajas fiscales que reduzcan sus gas-
tos (F.C. Barcelona).

En la nueva estructura del deporte
profesional en nuestro país cobran es-
pecial importancia las Ligas Profesio-
nales (Liga del Fútbol Profesional y Aso-
ciación de Clubs de Baloncesto). El Se-
cretario General de la Liga A.C.B., JORDI
BERTOMEU ORTEU estudia en el capítu-
lo X de esta obra el marco de relacio-
nes entre las Ligas Profesionales y los
clubes. La importancia de estas nuevas
figuras se comprende observando que
son los responsables de la organización
de las competiciones incluyéndose aquí
todos los aspectos, desde los calenda-
rios hasta las instalaciones (aspecto éste
en el que acaso deberían actuar en ma-
yor medida para evitar que campos de
fútbol transformados en barrizales en
cuanto caigan cuatro gotas de agua o
canchas de baloncesto que parecen
pistas de patinaje sobre hielo por mor
de las goteras en los pabellones adulte-
ren la competición) que tienen una
serie de responsabilidades en rela-
ción con la gestión de las S.A.D. (segui-
miento de operaciones societarias, con-
trol de la gestión económica y patri-
monial de la sociedad e instrumen-
tos de control de responsabilidad y ga-
rantía) y que, por último, ejercen la
potestad disciplinaria sobre sus aso-
ciados.

En esta obra se estudian, en defini-
tiva, todos los aspectos relevantes del
nuevo marco jurídico del deporte pro-
fesional en nuestro país; lo que hace
que sea básica para todos aquellos que
de una u otra forma participan en él.
Pero habida cuenta de la repercusión
social que baloncesto y, sobre todo, fút-
bol tienen en España es asimismo de
gran interés para todos aquellos que de
una u otra forma tenemos un interés en
el desarrollo de alguna de las dos com-
peticiones.

Julio V. GONZÁLEZ GARCÍA

CAPELLA, Juan Ramón: Los ciudadanos
siervos. Ed. Trotta, Barcelona, 1993,
238 págs.

1. La vieja «funesta manía de leer»,
que ha moldeado durante tantos años
la cultura llamada occidental, está des-
apareciendo de manera tan rápida como
inexorable y no precisamente para ser
sustituida por otros medios de infor-
mación ágrafos sino, pura y simplemen-
te, por la barbarie. Esta afirmación re-
sulta ya banal por su reconocida ob-
viedad. Las causas son también conoci-
das: los libros son caros y ocupan de-
masiado sitio; no hay tiempo para ocu-
parse de ellos en un ritmo de vida fre-
nético y con un ocio ocupado por el
automóvil, los yantares y los espectá-
culos deportivos; la información se ha
trivializado al extenderse desmesurada-
mente a través de la televisión y la pren-
sa; y lo que es peor todavía: cada día
aparecen tantos libros que el lector no
puede orientarse por si mismo en el
océano de las novedades y termina nau-
fragando con alarmante frecuencia en
las rocas de una organización distri-
buidora que induce con medios refina-
dos a comprar lo que no interesa, pro-
vocando con ello defraudaciones que
fomentan la inhibición posterior.

En estas condiciones resulta más
necesario que nunca dar noticia de un
libro que, por fin, dice cosas importan-
tes. El recensionista se siente obligado
a lanzar al viento la buena nueva de
que ha encontrado un libro que le ha
aclarado muchas cosas y que le ha en-
señado otras tantas. El recensionista no
quiere guardar para sí este descubri-
miento y se apresura a recomendar
apologéticamente su lectura con la se-
guridad de que habrán de agradecérse-
lo quienes sigan su consejo. Apología
tanto más necesaria cuanto que las or-
ganizaciones editoriales nos empujan
de ordinario hacia obras mediocres y
hacia autores ungidos por famas artifi-
ciosas. Por ello, cuando se encuentra
un grano de oro en el pajar, importa
advertirlo con énfasis. Y más aún cuan-
do se trata de un autor desconocido del
gran público y con todas las señas per-
sonales que garantizan que jamás go-
zará del favor de las librerías. Para dar
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a conocer este libro, forzoso es acudir,
pues, al artesano sistema del «boca a
oreja».

Su autor es catedrático de Filosofía
del Derecho, Moral y Política de la Uni-
versidad de Barcelona: lo que, por ex-
cepción, no obsta a que sea un gran
pensador. JUAN RAMÓN CAPELLA es un
miembro de la izquierda olvidada, un
iluso que sigue luchando en «Mientras
tanto» y otras revistas igualmente des-
conocidas, un sacerdote sin parroquia.
CAPELLA nunca será conocido puesto que
no tiene la untuosidad de los filósofos
conservadores ni la hipócrita moderni-
dad de los filósofos de izquierdas que
escriben para estudiantes de derechas
y dirigen seminarios financiados por
multinacionales. Es impresentable en
los salones de la buena sociedad culta,
no frecuenta los pesebres oficiales ni se
inclina ante mecenas que se llaman pro-
gresistas. Pero sus libros ofrecen un ali-
mento intelectual formidable aunque
esté reservado a un público reducido
de buenos catadores. Mi opinión a tal
propósito no puede ser más contunden-
te: el que quiera empezar a entender el
mundo en que vivimos debe leer el li-
bro recensionado, porque de sus pági-
nas saltan relámpagos que iluminan,
siquiera sea fugazmente, nuestra con-
fusión. El que quiera saber dónde esta-
mos e intuir a dónde vamos (o mejor
todavía: en dónde nos han metido), apa-
gue la televisión, olvídese de la prensa
y coloque este libro en la cabecera de
su cama y de sus reflexiones.

Los ciudadanos siervos sólo tiene de
infeliz, en mi opinión, su propio título
y la Editorial se ha preocupado de im-
primirlo de forma bella (lo que no es
importante, desde luego, pero digno de
ser agradecido y anotado). En juicio
global, es un libro maduro, que con-
trasta con las obras anteriores del mis-
mo autor, que, en comparación con ésta,
resultan balbuceantes, ingenuas y con
frecuencia pedantes. Capella ha ido li-
mando su pluma y su pensamiento con
paciencia y eficacia y, paso a paso, ha
saltado del montón a la cima. Allí ha
plantado sus tiendas y trabaja casi en
soledad, puesto que el camino hacia él
se encuentra bloqueado por la garrule-
ría de los pensadores oficiales del Esta-

do y de la sociedad manipulada, cuyos
gritos y publicidades nos ocupan casi
todo el tiempo disponible. Dicho sea
sin malicia ni ironía: tan bueno es este
filófoso que se le entiende del principio
al final y su lectura seduce por el fondo
y por la forma.

2. El libro se estructura en tres par-
tes no tituladas pero que se organizan
como capas que van ascendiendo de la
profundidad a la superficie de las cues-
tiones.

En la primera parte se agrupan tres
ensayos de lucidez inusitada: «el tiem-
po del progreso», «la acción en el labe-
rinto» y «la vuelta a la naturaleza». El
autor coloca así al lector en las coorde-
nadas del tiempo y del espacio. Ya sa-
bemos así donde estamos, podemos
orientarnos en un tiempo deslizante
donde el futuro está «presente en el
presente» y donde la naturaleza ha de-
jado de ser una oscura fuerza amena-
zadora para convertirse en una víctima
gravemente amenazada y ya herida.
Ahora bien, la claridad de estas refe-
rencias no evita la existencia de un la-
berinto tecnológico y social que tiende
a anular nuestra acción. La acción deli-
berada y con resultados previsibles es
un sueño. Capella recoge la vieja moral
individual así como la social; pero es
más escéptico respecto de la moral na-
cional que los coros apostólicos y un
tanto papanatas de Rawls se empeñan
en poner de moda, para terminar apun-
tando hacia una moral planetaria de
contenido inquietante, puesto que, una
vez asimilada, despierta una concien-
cia muy difícil de tranquilizar.

En un segundo nivel se concreta algo
más el objeto de las reflexiones al hilo
de los siguientes títulos: «Límites de la
democratización capitalista», «Transfor-
maciones del Estado contemporáneo»,
«Una visita al concepto de soberanía» y
«Los ciudadanos siervos». En esta par-
te revisa el autor conceptos y visiones
que hemos internalizado rutinaria-
mente: utensilios sociales que nos son
muy familiares pero que, víctimas de
un análisis implacable, revelan la va-
cuidad de su contenido y, lo que es peor,
su peligrosidad operativa. La democra-
cia, el estado, la soberanía y la ciuda-
danía, vistos así, adquieren un aspecto
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inusitado y desasosegador. Tenemos que
volver a empezar a pensar todas las co-
sas desde el principio y no fiarnos de
los verbalismos y reglas habituales del
juego. No se trata ya de «profundizar
en la democracia» sino, mucho más sin-
ceramente, de que desde hace bastante
tiempo estamos viviendo en un proceso
de contención creciente y solapada de
la democratización. La democracia está
acorralada; pero lo peor de esta situa-
ción es que los ciudadanos, ofuscados
por el palabreo y los ritos de sus sacer-
dotes, ni siquiera se han enterado o,
más crudamente todavía, no les impor-
ta lo más mínimo.

En la tercera parte del libro se reco-
gen tres ensayos: uno, muy largo, con
el título de «leer el manifiesto comu-
nista hoy» y, además, «otra manera de
hacer política» y «lo orgánico y lo
institucional en la acción colectiva
emancipatoria». En estas páginas rinde
tributo Capella a sus dioses particula-
res y ciertamente no le decae el pulso,
pero el recensionista no le ha seguido
en la ceremonia: libertad y privilegio
de cada lector.

3. En las páginas anteriores no se
ha pretendido resumir el pensamiento
de ¿APELLA: tarea imposible cuando se
trata de un libro que, sin perjuicio de la
engañosa facilidad de su lectura y com-
prensión, es tremendamente denso. El
que quiera aprovecharse del libro, ha-
brá de leerlo directamente. Aquí solo se
ha pretendido exponer su repertorio
temático. Y no puedo silenciar una re-
flexión final: si JUAN RAMÓN CAPELLA,

en lugar de escribir en español y de
vivir recluido en las guardillas de una
Universidad de provincias, fuera italia-
no o francés, y nada digamos si alemán
o norteamericano, se estarían montan-
do en torno a este libros docenas de
seminarios y de tesis doctorales en todo
el mundo. Pero, ¿a quién puede llegar
la voz predicada en el desierto?

Alejandro NIETO

CARREÑO AYARZA, José: Conflictividad
constitucional en materia de Colegios
Profesionales, Colegio Oficial de Ar-
quitectos de Madrid, Madrid, 1992,
54 págs.

Esta publicación, de la que es autor
JOSÉ CARREÑO, es un estudio mono-
gráfico de los Colegios Profesionales
desde la perspectiva de la doctrina
jurisprudencial sentada por el Tribunal
Constitucional. Aunque la publicación
es breve, ello no impide que sea intere-
sante, actual y útil para cuantos, por
motivos de diversa índole, se preocu-
pan por la problemática que hoy rodea
a estas entidades.

Parte el autor de una afirmación con
la que seguramente todos estamos de
acuerdo: «El régimen jurídico de los
Colegios Profesionales es un tema com-
plicado, complejo y de grandes diferen-
cias entre unas profesiones y otras»;
añadiendo que esta complejidad se in-
tensifica a causa de la distribución de
competencias entre el Estado y las Co-
munidades Autónomas sobre la ma-
teria.

El conocimiento de las sentencias
dictadas por el TC indica que la conflic-
tividad en estas cuestiones se ha mani-
festado, estadísticamente hablando, en
la impugnación directa o indirecta de
preceptos correspondientes a dieciséis
normas, de las cuales la más antigua es
el Estatuto de los Colegios de Arquitec-
tos de 1931 y la más moderna la relati-
va a los abogados de Estado miembros
de la Comunidad Europea de 1986. Y el
total de sentencias dictadas por el TC
ha sido de veinte, de las cuales catorce
corresponden a recursos de amparo, tres
a recursos de inconstitucionalidad uno
de ellos previo, dos a cuestiones de in-
constitucionalidad y una a un conflicto
positivo de competencias.

Con este material, el autor siste-
matiza en los diversos apartados de su
publicación los aspectos principales en
que ésta se agrupa. Tras la Introduc-
ción (I), los siguientes apartados se de-
dican a la Normativa impugnada en
conflicto (II), Enjuiciamiento constitu-
cional (III), Régimen jurídico de los
Colegios Profesionales (IV), Ley de Co-
legios Profesionales (V), Distribución
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de competencias (VI), Normativa esta-
tutaria (VII) y Otras normas (VIII). Todo
lo cual permite, desde diferentes pers-
pectivas el análisis, conocimiento y va-
loración de las posiciones del TC en
torno a puntos de gran interés, no siem-
pre pacíficos y de unánime aceptación,
como son los de la colegiación obliga-
toria, la sincronización de ésta con los
derechos de asociación y sindicación,
la potestad sancionadora en el ámbito
colegial, los requisitos para trabajar en
nuestro país profesionales procedentes
de países comunitarios o de otros paí-
ses, determinadas funciones atribuidas
por sus respectivas normas a los Cole-
gios Profesionales, etc.

Con este trabajo, el autor ha logra-
do reunir «de forma sencilla, clara y
extractada», como afirma en la Intro-
ducción, toda la doctrina que ha im-
partido el TC como resultado de los
contencioso-constitucionales que, por
vías diferentes han planteado ante el
mismo; y que tienen como denomina-
dor común, la legislación colegial de
muy diversa naturaleza, ya que en la
misma se han de situar, junto a los pre-
ceptos de la propia Constitución, otros
de rango inferior que van desde los Es-
tatutos de Autonomía hasta normas re-
glamentarias sobre determinadas pro-
fesiones pasando por los Estatutos es-
pecíficos de cada una de ellas. Todo un
conjunto de disposiciones que, como
afirma JOSÉ CARREÑO, «en cierta medi-
da pueden constituir un bloque de le-
galidad» aplicable a este sector tan im-
portante y de tanto relieve y proyec-
ción social, como es el de los Colegios
Profesionales.

Tal vez sea conveniente, para finali-
zar estas líneas, subrayar que la publi-
cación comentada ha visto la luz en
unos momentos en los que se cuestiona
seriamente la regulación, o mejor aún
el papel de los Colegios en el marco de
la sociedad española. El informe elabo-
rado por el Tribunal de Defensa de la
Competencia acerca del libre ejercicio
en las profesiones desencadenó una viva
controversia acerca de las funciones
atribuidas a las mismas y de la necesi-
dad de revisar su actual normativa. No
siempre este tema de los Colegios Pro-
fesionales es contemplado con objetivi-

dad y sin apasionamientos, merced a la
interferencia y cruce de los intereses
que están en juego. La lectura reflexio-
nada y rigurosa del trabajo de JOSÉ
CARREÑO deberá servir, en todo caso,
para clarificar las posiciones de unos y
de otros y para entablar una discusión
más fundamentada y racional. El cum-
plimiento de esta finalidad, aparte de
otras que por obvias no se recuerdan
ahora, justificaría con creces la aporta-
ción del autor a ese ámbito del Derecho
Administrativo tan nebuloso y ambiguo
que es la llamada Administración Insti-
tucional para unos y Administración
Corporativa para otros.

Vicente M.a GONZÁLEZ-HABA
GUISADO

GIANNINI, Massimo Severo: El poder
público. Estados y Administraciones
públicas. Prólogo y traducción de
Luis ORTEGA. Ed. Civitas, Madrid,
1991, 165 págs.

1. Damos cuenta ahora de esta obra
del insigne maestro italiano MASSIMO
SEVERO GIANNINI, y cuya edición origi-
nal fue publicada, bajo el título //
pubblico potere, stati e amministrazioni
pubbliche, por la Societá editrice II
Mulino, de Bolonia, en 1986.

Particular valor ha de reconocerse,
sin duda, a un libro como el que en este
momento se recensiona. Nos encontra-
mos ante un riguroso, preciso y brillan-
te cuadro general de la evolución del
Estado y, en su seno, de las Adminis-
traciones públicas; todo ello, además,
ampliamente documentado y cuidado-
samente estructurado.

2. En el capítulo primero, que fun-
ciona a modo de introducción, comien-
za el autor criticando, abiertamente y
sin ninguna concesión, la idea de «inter-
vencionismo público» tal y como se ha
venido concibiendo de manera tradi-
cional.

Inicialmente considera que en su
primera acepción, la que se refiere al
hecho de que en todo ordenamiento ju-
rídico existen instituciones gestionadas
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por los poderes públicos que condicio-
nan la vida de los sujetos privados, no
sería más que un rasgo estructural exis-
tente desde siempre en las sociedades
contemporáneas. Más adelante tampo-
co le merece mayor consideración una
segunda concepción, más de valor ideo-
lógico-político, y defensora de la no li-
mitación de las libertades de competi-
tividad económica y del conflicto so-
cial, que no parece tener sentido para
el autor en unas sociedades como las
contemporáneas, en las que estas dos
libertades no sólo no están reconoci-
das, sino que aparecen expresamente
denegadas y, donde las Administracio-
nes públicas desarrollan funciones, ges-
tionan servicios y producen bienes.

Así las cosas, se entiende perfecta-
mente que los factores realmente im-
portantes para el profesor GlANNIXI, y a
los que consecuentemente presta espe-
cial atención, sean tanto el régimen den-
tro del cual se modulan las potestades
de los diversos poderes públicos, como
las garantías para aquellos sujetos que
no son poderes públicos.

Junto a esto, critica también aque-
llas concepciones que sitúan como máxi-
mos protagonistas de las acciones pú-
blicas las Administraciones del Estado.
Como bien advierte el prologuista pro-
fesor ORTEGA, ni hay una única Admi-
nistración pública, ni son únicamente
las Administraciones quienes intervie-
nen en los procesos de decisión admi-
nistrativa.

Para ambos profesores, los sujetos
protagonistas de las acciones públicas
con potestad de decisión («poderes pú-
blicos» en la terminología del maestro
italiano), son muy variados. Destaca
especialmente en este punto, cómo el
maestro italiano incluye entre aquéllos,
tanto a las organizaciones internacio-
nales (sean o no los Estados sus com-
ponentes), cuanto a los entes territo-
riales, como, en fin, a los partidos polí-
ticos y a ]as asociaciones empresaria-
les y sindicales.

Esta peculiar concepción pluralista
de los sujetos protagonistas de las ac-
ciones públicas, sugerente e interesan-
te, sin duda, por lo que supone de rup-
tura con la comprensión y explicación
del fenómeno administrativo en base a

un único sujeto constituido por una
Administración pública (1), no obstan-
te, puede parecer al lector, no sólo ya
excesivamente audaz, sino incluso qui-
zá, también, demasiado aventurada (es-
pecialmente, por lo que se refiere a la
calificación como poderes públicos de
los partidos políticos y las asociaciones
empresariales y sindicales). Es precisa-
mente en esta línea, por lo que desde
aquí se defiende como más apropiada
para estas organizaciones —en contra
del criterio del autor— la noción poli-
tológica tradicional de «grupo de pre-
sión» (2).

3. El capítulo segundo, el más ex-
tenso de la obra, tiene por objeto el
análisis de la evolución del poder pú-
blico: desde sus orígenes, pasando por
el Estado absolutista y el Estado de cla-
se única o Estado liberal, hasta llegar
finalmente al Estado de pluralidad de
clases de nuestros días. Como el mismo
GIANNINI reconoce, es el siempre nece-
sario «excursus» histórico, indispensa-
ble si se quiere entender con precisión
el presente y, por tanto, cuáles son las
nuevas coordenadas jurídicas, pero que
rebasa al mismo tiempo los siempre es-
trechos márgenes de una recensión.

4. El capítulo tercero, por su par-
te, acoge un certero estudio sobre la
problemática de la gestión de los servi-
cios públicos, a la que nuestro autor no
duda en calificar como la actividad prin-
cipal de entre todas las que realizan las
distintas Administraciones públicas en
el Estado de pluralidad de clases.

Comienza su análisis el profesor
GIANNINI poniendo de relieve las difi-
cultades que han venido aconteciendo
de manera tradicional para la elabora-
ción de un concepto preciso de servicio
público, aliándose en este punto con

(1) Véase en este sentido el Prólogo al
libro del profesor ORTEGA.

(2) En sentido contrario, el profesor
italiano argumenta en apoyo de su tesis
que «si un grupo de presión se insti-
tucionaliza en un poder público, crea
órganos públicos, participa en procesos
de toma de decisión de derecho público y
es un elemento necesario en procedi-
mientos abiertos por otros poderes públi-
cos» (pág. 33).
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aquella concepción defensora de una
noción de servicio público calificada por
la presencia de una finalidad de interés
público que exige la dirección y el con-
trol de un poder público.

Continúa refiriéndose a las adminis-
traciones concertadas como forma de
participación cívica. Distingue a estos
efectos entre administraciones concen-
tradas y administraciones desagregadas.

Las primeras serían aquellas en que
las unidades administrativas no tienen
una potestad de contenido decisional
primario, únicamente desarrollan tareas
de mero servicio respecto de los órga-
nos institucionales del ente (o de la fi-
gura subjetiva, en el caso de la hipóte-
sis de organizaciones administrativas
no institucionalizadas). Las segundas,
esconden tras de sí el hecho de que el
Estado más que una estructura organi-
zativa unitaria, una voluntad unitaria,
y una acción unitaria, es un conjunto
organizado de administraciones diver-
sas, administraciones desagregadas y,
consecuentemente, con órganos desa-
gregados.

Es precisamente en este segundo tipo
de estructura, la desagregada, donde
lógicamente entran en juego con espe-
cial intensidad los aspectos relaciónales.

Como subraya cuidadosamente el
autor, la realidad aquí es que «cada ad-
ministración, singularmente considera-
da, se ignora una a otra» (pág 100);
circunstancia ésta que exige, en lógica
consecuencia, la constitución de órga-
nos de coordinación. A estos efectos,
destaca especialmente, por su parale-
lismo con su homologa española, la fi-
gura del comisario del Gobierno ante
las regiones, con funciones «teóricas»
de coordinación de las administracio-
nes regionales, pero que a nivel prácti-
co no funciona: «cada administración
del Estado dialoga con los correspon-
dientes órganos regionales, si existen;
de otra forma no dialoga con nadie y
actúa por sí misma» (pág 101).

Finaliza por último el capítulo, refi-
riéndose a las administraciones de los
entes de gran dimensión territorial; las
regiones. Señala en este punto el carác-
ter más agregado de los entes regiona-
les como administraciones, al contra-
rio de lo que veíamos sucedía para los

Estados, y que GIANNINI justifica en sus
menores atribuciones en relación con
las de los Estados, que se convierten
así en el presupuesto para una admi-
nistración desagregada.

5. A continuación, realiza en el ca-
pítulo cuarto un breve repaso de las
distintas alocuciones por las que se co-
noce al Estado de pluralidad de clases:
Estado «democrático», de derecho o so-
cial, y Estado asistencial, de bienestar,
neocapitalista (págs. 113 y 127) e, in-
cluso, introduce unas pequeñas reflexio-
nes sobre los Estados socialistas (págs.
127-135), y al que desde aquí se remite
al lector interesado.

Más interesante, sin duda, es el ca-
pítulo quinto y último del libro. En él
se alude al pasado, presente y futuro de
la actividad de las administraciones
públicas.

En cuanto al pasado, el período an-
terior a la instauración del Estado de
pluralidad de clases, rechaza aquellas
tesis que defienden que toda la activi-
dad de la administración es siempre,
de por sí, jurídicamente relevante. Dis-
tingue además la actividad administra-
tiva «interna», no manifestada en actos
formal y directamente eficaces hacia el
exterior, de la «externa», relevante res-
pecto de otros sujetos, actuando en este
caso, bien con actividades de derecho
público, bien con actividades de dere-
cho privado (mediante acuerdos, nego-
cios y contratos).

El presente coincide con la actividad
de las administraciones públicas en el
Estado de pluralidad de clases, y se ca-
racteriza fundamentalmente por lo que
califica como «una atenuación de los
aspectos más autoritarios de la acción
administrativa».

A nivel organizativo, es así bien pa-
tente el fenómeno, ampliamente cono-
cido también en nuestro país, de los
entes instrumentales: las empresas-en-
tes públicos económicos y las empresas
autónomas, sujetas al control de un
ministerio estatal o regional y cuya ac-
tividad está regulada en su práctica to-
talidad por el derecho privado.

En el mismo terreno de la organiza-
ción, otras formas de atenuación de as-
pectos autoritarios tienen por objeto,
no ya la sustitución de actividades de
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derecho público administrativo por ac-
tividades de derecho privado, sino, en
cambio, la sustitución de actividades
más autoritarias por actividades menos
autoritarias: los institutos de la direc-
ción y del control público de empresas
privadas, confiados a figuras subjetivas
altamente tecnificadas.

Fuera ya del ámbito organizativo,
destaca también como característica
fundamental del momento presente la
apertura de los procedimientos admi-
nistrativos.

En este sentido, nos recuerda las di-
ficultades (doctrinales y jurispruden-
ciales) para superar la situación inicial
de no admisión de la participación en
los procedimientos administrativos si
no existía una expresa previsión legal.
En un primer momento, para la admi-
sión limitada de asociaciones de cate-
gorías profesionales en la fase instruc-
toria de los procedimientos promovi-
dos por éstas contra resoluciones de
carácter general; hasta conseguir, final-
mente, que los procedimientos estén
abiertos a cualquier sujeto portador de
un interés, sea éste de carácter indivi-
dual o colectivo.

Como nos recuerda, asimismo, el
progresivo aumento de los módulos con-
vencionales que se utilizan para el de-
sarrollo de las actividades administra-
tivas. Una forma diferente de adminis-
trar tendente a soluciones acordadas al
margen de soluciones unilateralmente
impuestas por vía autoritaria.

En este punto, se muestra partida-
rio de que cualquier acto administrati-
vo pueda ser sustituido por un contra-
to, si bien, siempre que por la adminis-
tración se conserven los instrumentos
de autotutela que ésta tendría si adop-
tase la resolución administrativa.

Surgen así los denominados acuer-
dos procedimentales, consistentes en
una expresión de conformidad sobre el
contenido decisional de resoluciones
administrativas que se producen en la
fase instructoria del procedimiento y que
son el resultado de negociaciones lleva-
das a cabo entre la administración y las
otras partes del procedimiento (pág.
151); los «acuerdos o negocios conexos»,
que son aquéllos que la administración
exige a fin de que se emane una resolu-

ción administrativa (pág. 151) y, final-
mente, los que se conocen como «acuer-
dos complementarios (o ejecutivos o de
integración)», que «constituyen un ins-
trumento mediante el cual la adminis-
tración procede, bien a la fase de ejecu-
ción de la resolución, bien a resolver
problemas de aplicación dejados abier-
tos por la resolución» (pág. 152).

Como no se olvida tampoco del fe-
nómeno creciente de los acuerdos en-
tre poderes públicos, ante la participa-
ción necesaria de varias administracio-
nes en un procedimiento normativo o
administrativo.

Alude, por último, a la planificación
o programación, como técnica de la ac-
tuación administrativa de larga dura-
ción que permite que ésta se desarrolle
según un diseño previo en el que se
establecen las coordenadas espacio-tem-
porales y de contenido, y cuyo juego
resulta ser para nuestro autor hoy más
necesario que nunca. La razón es a su
juicio clara: «una administración se en-
cuentra en la situación de deber de
afrontar problemas que tienen una di-
mensión temporal plurianual, implican
una coordinación entre administracio-
nes, entes públicos e, incluso, entes pri-
vados y, en fin, exigen una utilización
ordenada de distintos tipos de recur-
sos.» (pág. 160).

Por lo que se refiere por último, al
futuro, a su juicio, el Estado de plurali-
dad de clases está a la búsqueda de un
modelo (de ahí que se diga que está en
transición institucional).

De hecho vive utilizando dos mode-
los: el de la forma de gobierno presi-
dencialista y el de la forma parlamen-
taria. Constata como ambas formas de
gobierno resuelven estadísticamente la
mayor parte de los problemas sólo cuan-
do existen en la sociedad un máximo
de tres partidos políticos.

Guiado sin duda por la «terrible»
experiencia italiana, tajantemente lle-
ga a afirmar que cuando los partidos
políticos se exceden en su número, las
formas de gobierno funcionan mal y
proceden suscitando resentimientos...
los partidos se dedican a vender el oro
y el moro, los entes de gran dimensión
territorial pasan el tiempo haciendo cri-
sis de gobierno, los grandes municipios
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organizan circenses con el dinero pú-
blico, las burocracias sólo proponen
ascensos de sus propios miembros y
piden la multiplicación de los cargos
de dirección (págs. 161-162). Ante este
desolador panorama, la única vía que
se presenta a su juicio, es la de que un
solo partido consiga la mayoría absolu-
ta, si bien entonces, como, acertada-
mente advierte nuestro autor, éste tien-
de al acaparamiento de todo poder pú-
blico con medios lícitos e ilícitos.

Todo ello le conduce a afirmar, con
rotundidad y sin ningún tipo de rubor,
que el Estado de pluralidad de clases,
pluralista por definición, sólo funciona
adecuadamente si el pluralismo es li-
mitado: «si los poderes públicos partí-
cipes del poder político, esto es, parti-
dos políticos, sindicatos y grandes aso-
ciaciones de categoría son cuantitati-
vamente excedentarios, pierden fuerza
política; los órganos de debate público
se corrompen; la vida pública se dete-
riora, empezando por las burocracias,
que pierden el papel de depositarios de
los conocimientos técnicos, en cuanto
que están sujetas a las influencias de
los diversos centros de poder conten-
dientes» (págs. 162-163).

6. Tras esta breve reseña de la obra
del profesor GlANNINI, estamos seguros
que el lector interesado encontrará en
ella sólidos argumentos en pro de la ne-
cesaria apertura del Derecho Adminis-
trativo hacia las nuevas realidades de la
actividad administrativa de nuestros
días, y de las que el maestro italiano, a
modo de avance, nos da buena cuenta.

José Ignacio RICO
Profesor de Derecho

Administrativo. Colegio
Universitario de Segovia

«Domingo de Soto»

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús, Manual de Prác-
tica Forense Administrativa, 3.a y 4.a

edición, Ed. Civitas. Madrid, 1993.

Quien, al aproximarse al presente
número de la Revista de Administra-
ción Pública, haya visto anunciada en
su índice esta recensión del «Manual

de Práctica Forense Administrativa» del
profesor JESÚS GONZÁLEZ PÉREZ, pudie-
ra haber luego obviado su lectura por
ya conocer ediciones anteriores de di-
cha obra; sin embargo estas dos edicio-
nes (1) que ahora se nos ofrecen, cons-
tituyen una obra completamente nueva
y ampliada, lo que del todo justifica
dar noticia o reseña de ellas.

Tras la aprobación y entrada en vi-
gor de las Leyes 10/1992, de 30 de abril,
de Medidas Urgentes de Reforma Pro-
cesal, y 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, la decisión de
actuar una eficaz defensa de los dere-
chos e intereses legítimos frente a la
Administración pública, se configura
como algo propio —cuanto menos— de
espíritus audaces y aventureros. Nos en-
contramos en un «período de transito-
riedady confusión legislativa» que obli-
ga, más que nunca, a manejar con sumo
cuidado las operaciones o fases en que,
según JAIME GUASP —a quien sigue
GONZÁLEZ PÉREZ— se descompone la
aplicación del Derecho: elección (bús-
queda del precepto aplicable y su críti-
ca), interpretación y actuación (técnica
o arte procesal y práctica o hacer con-
creto e individual).

Facilitarnos esta ardua tarea consti-
tuye la pretensión de este Manual, «//e
tratado de reflejar en éstas páginas
—afirma el autor— mis experiencias a

(1) Pluma en mano para iniciar esta
recensión, que lo iba a ser de la 3.a edición
(enero, 1993) del «Manual de Práctica Fo-
rense Administrativa», apareció una 4.a edi-
ción (mayo, 1993), demandada por mu-
chos y no esperada por pocos, ante la ra-
pidez inusual aunque no sorprendente con
que se agotó aquélla, y ello como no podía
ser de otra manera, no ya sólo por el gran
valor intrínseco de la obra, sino también
por acoger una de las primeras expo-
siciones de la Ley 30/92, de 26 de noviem-
bre, en un momento de dudas e incerti-
dumbre sobre la misma. Las diferencias
entre ambas ediciones no son sustancia-
les, circunscribiéndose a oportunas apre-
ciaciones puntuales o precisiones sobre
determinados extremos. Las referencias o
remisiones concretas se han realizado so-
bre la 4.a edición.
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lo largo de más de cuarenta y cinco años
de práctica profesional sobre algunos de
los extremos que estimo de mayor inte-
rés en la lucha por la defensa de los dere-
chos en el ámbito ¡urídico-administrati-
vo». Dicho objetivo —como no podía
ser de otra manera— queda cumplido
con creces, pero además, estas dos edi-
ciones, cuentan en su haber con dos
activos adicionales, de un lado, con-
densan los contenidos de las últimas
publicaciones del autor en torno a la
incidencia de la Ley 10/1992, en el sis-
tema contencioso-administrativo vigen-
te (2); y de otro, abordan una exposi-
ción del Procedimiento Administrativo
Común establecido por la Ley 30/1992,
centrándose en la descripción y análi-
sis de los mecanismos e instrumentos
puestos a disposición tanto de la Admi-
nistración como del administrado, al
objeto de que este último pueda hacer
valer frente a aquélla sus derechos e
intereses de la forma más eficaz posi-
ble, renunciando —en la medida de lo
posible— a un estudio crítico de la mis-
ma (3), lo que, en principio, no resulta
nada fácil dadas las características del
texto legal (4).

Pero —como al inicio quedó dicho—
no sólo estamos ante una actualización
tal de la obra que la hace nueva, sino
ante su ampliación respecto de edicio-
nes anteriores, ya que, bajo el títu-

(2) «La reforma de la legislación pro-
cesal administrativa», Madrid 1992; «La
nueva regulación del proceso administra-
tivo (Ley de Medidas Urgentes de Refor-
ma procesal)», Madrid 1992; «Ley de la
Jurisdicción Contencioso-administrativa
Jurisprudencia del TS y del TC)», Madrid
1992; «Manual de Derecho Procesal Admi-
nistrativo», Madrid, 1992 (con Addenda).

(3) Vid., «Régimen jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y Procedimiento
Administrativo Común (Ley 30/1992, de
26 de noviembre)», JESÚS GONZÁLEZ PÉREZ
v FRANCISCO GONZÁLEZ NAVARRO, Madrid
Í993.

(4) El profesor GARCÍA DE ENTERRIA
ha reclamado ya la modificación de la nue-
va Ley en los siguientes términos: «Como
de lo que se trata no es de "tener razón",
sino de asegurar a nuestro pueblo un régi-
men jurídico adecuado a principios consti-
tucionales explícitos, concluiré esta reflexión

lo «Procesos ante los Tribunales Eu-
ropeos», se exponen la forma y las téc-
nicas para actuar en un proceso, bien
ante el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos, bien ante el Tribunal de Jus-
ticia de las Comunidades Europeas, y
es que «no podemos limitarnos —afir-
ma el autor— a adquirir la técnica para
movernos en el foro, ante los Tribunales
contencioso-adrninistrativos. Ni a la de
aplicar el Derecho procesal adminis-
trativo. Hemos de aprender a actuar tam-
bién ante los órganos administrativos y
ante el TC, así como ante la Comisión y
Tribunal Europeos de Derechos Huma-
nos y ante el Tribunal de Justicia de las
Comunidades Europeas... El Derecho que
hemos de manejar podrá ser, por tanto,
administrativo, procesal administrativo,
procesal constitucional o comunitario eu-
ropeo. Las normas que hemos de aplicar
podrán ser administrativas o procesales.
Pero la técnica será sustancia/mente idén-
tica».

La originalidad de este Manual de
Práctica Forense Administrativa no ra-
dica pues tanto en los contenidos en
ella vertidos —ya sumamente interesan-
te de por sí— sino en la perspectiva
desde la que se nos muestran y expo-
nen; por ello, cualquier síntesis o resu-
men será, necesariamente, incompleto
y poco representativo de la misma, de
tal suerte que, sin perjuicio de acome-

con una propuesta muy concreta. Parecien-
do claro que los defectos observados no res-
ponden a ningún criterio técnico o político
determinado, sino que son debidos a una
falta de atención suficiente, me atreveré a
formular una propuesta muy concreta: es
urgente comenzar a elaborar ya una "Ley de
Modificación Parcial" de la Ley 30/1992;
no hay ninguna razón para esperar a que
sus inevitables efectos negativos en los as-
pectos concretos que nos hemos permitido
señalar se produzcan y se pudran, y es ne-
cesario, sin embargo que esos casos efectos
negativos no perjudiquen los efectos positi-
vos que han de derivarse de otras partes
estimables de su contenido*. (De la Intro-
ducción al libro colectivo dirigido por JE-
SÚS LEGUINA VILLA y MIGUEL SÁNCHEZ
MORÓN La nueva Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común, Madrid
1993).
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ter acto seguido una breve reseña de su
estructura, el recensor recomienda sin-
ceramente al lector que interrumpa aquí
esta reseña y aborde sin más tardanza
la lectura del Manual, directamente y
sin intermediarios.

Comienza el Manual con una breve
Introducción donde se exponen y desa-
rrollan las fases en que se desgrana el
proceso de aplicación del Derecho, in-
dicándonos los instrumentos documen-
tales y bibliográficos de que dispone-
mos a tal fin; tras lo cual, se aborda la
exposición de las reglas generales de
actuación en orden «a ante quién debe-
mos actuar y para qué debemos actuar,
y el tiempo, lugar y forma de nuestra
actividad».

A continuación, iniciaremos el ca-
mino —generalmente largo y ahora tor-
tuoso camino— que habremos de se-
guir para actuar esa defensa y satisfac-
ción de los intereses legítimos frente a
la Administración, lo que haremos
—provistos de la mejor técnica— pri-
mero a través del procedimiento admi-
nistrativo, y del proceso contencioso-
administrativo después, ámbitos que
constituyen el núcleo central de la obra,
para acto seguido entrar en el proceso
constitucional —donde se incidirá es-
pecialmente en el recurso de amparo y
en la cuestión de inconstitucionali-
dad—, y en los procesos ante los Tribu-
nales Europeos —Tribunal Europeo de
Derechos Humanos y Tribunal de Jus-
ticia de la Comunidad Europea— como
instancias últimas donde obtener una
protección jurisdiccional.

Del Procedimiento Administrativo,
cabe destacar la crítica —aquí inevita-
ble e irresistible— que el profesor GON-
ZÁLEZ PÉREZ hace de la nueva regula-
ción del silencio administrativo conte-
nida en la Ley 30/1992, introduciendo
«una mayor confusión en este ámbito
de instrumentar medidas frente a la in-
actividad de la Administración» (pág.
126). Por un lado, se refiere la crítica, a
la modificación introducida por la Ley,
en perjuicio del administrado, al impo-
ner a éste la carga de tener que verifi-
car si ha existido o no resolución (art.
43), a diferencia de lo que ocurría con
la Ley de Procedimiento Administrati-
vo de 1958, donde lo relevante para de-

nunciar la mora o, en su caso, entender
que se había producido el acto por si-
lencio era el no haberse recibido la no-
tificación de la resolución que pudiera
haberse dictado.

Y la crítica deviene en cierto sarcas-
mo al referirse al certificado que debe
expedir inexcusablemente la Adminis-
tración para hacer valer el acto presun-
to, certificado que deberá ser emitido
por el órgano que debió resolver expre-
samente, considerando como falta muy
grave su no emisión (art. 44); dado que
normalmente este será un órgano de
naturaleza política, nos cuenta el autor
que la primera anotación que hizo al
proyecto de Ley cuando llegó a sus ma-
nos no pudo ser otra que «¡ja, ja, ja!».
Además, el autor llama nuestra aten-
ción respecto de los problemas que des-
encadenará —otro más— la fórmula del
artículo 44.5 cuando nos encontremos
ante los llamados procedimientos trian-
gulares en los que frente a la Adminis-
tración existen interesados con posicio-
nes contrapuestas (págs. 130 y ss).

Por lo que a la actuación ante los
Tribunales contencioso-administrativos
respecta, se divide la exposición en cua-
tro capítulos: Iniciación, Tramitación,
Recursos y Ejecución de sentencias;
siendo de destacar, por la incidencia de
la última reforma legislativa llevada a
cabo en este ámbito, el relativo a los
recursos. «Desde que entró en vigor la
Ley Orgánica del Poder Judicial —afir-
ma el autor en su libro "La nueva regu-
lación del Proceso administrativo"—
sin que simultáneamente se promulga-
ra la normativa necesaria para adecuar
la reglamentación del proceso adminis-
trativo a la nueva organización de los
Tribunales vivimos en un régimen de
transitoriedad y caos normativo, que,
pese a los laudables esfuerzos de la ju-
risprudencia dista mucho de lo que exi-
ge el principio de seguridad jurídica»
(págs. 24 y 25). Pese a todo, se nos
ofrecen pautas y criterios que ayudan a
solventar problemas como el de la elec-
ción del recurso (pág. 229), o el mo-
mento en que puede abrirse el inciden-
te de inadmisión del recurso de apela-
ción (pág. 234), entre otros.

Plasmar en papel las reflexiones y
experiencias sobre un tema concreto,
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puede responder a una pretensión de
venganza hacia el lector —lo que en no
pocas ocasiones acontece—, o bien a
un ánimo y espíritu de generosidad ha-
cia los demás, el Manual de Práctica
Forense Administrativa del profesor
GONZÁLEZ PÉREZ, es un verdadero ejem-
plo de esto último, por ello esta breve
recensión quiere ser, ante todo, una
muestra de gratitud hacia el autor.

Juan BRAVO RIVERA

(Depart. Derecho Administrativo.
Facultad de Derecho. Univ.

Complutense)

MILIAN I MASSANA, Antoni: Drets lin-
güistics i arel fonamental a l'educació.
Un estudi comparat: Italia, Bélgica,
Suissa, el Canadá i Espanya, Gene-
ralitat de Catalunya, Instituí d'Es-
tudis Autonómics, Barcelona, 1992.

1. La aparición del libro que se re-
seña constituye un paso significativo
en la configuración de los derechos
lingüísticos. Su autor, Antoni MILIAN,
ya se había acreditado anteriormente
como un consagrado especialista en el
estudio de las cuestiones jurídicas rela-
tivas al plurilingüismo. Precisamente,
en un artículo precedente, «Los dere-
chos lingüísticos como derechos fun-
damentales» (publicado en la Revista
Vasca de Administración Pública, n.° 30,
mayo-agosto 1991) ya avanzaba algu-
nas pistas respecto a la presente obra.
Estamos ante «el primer análisis sólido
en Derecho Comparado en esta mate-
ria», según palabras de su prologuista
Bruno DE WHITE (Profesor ordinario de
Derecho comunitario, «Cátedra Jean
Monnet», Facultad de Derecho, Rijksu-
niversiteit Limburg, Maastricht). Avi-
samos aquí que el autor publicará en
breve la versión castellana del texto co-
mentado.

2. ¿Se incluyen en el derecho a la
educación las facultades de elegir la len-
gua docente o de estudiar en la lengua
propia del alumno? El artículo 27 de la
Constitución, que reconoce el derecho

a la educación, no nos entrega una res-
puesta clara y explícita.

El Tribunal Constitucional, en su ya
clásica Sentencia 11/1981, de 8 de abril
(FJ 8.°) indicaba dos caminos (comple-
mentarios y no excluyentes) para acer-
carse al contenido esencial de su dere-
cho. El primero consiste en averiguar
su «naturaleza jurídica», en examinar
el «tipo abstracto del derecho» que se
halla en las «convicciones generalmen-
te admitidas entre los juristas, los jue-
ces y en general los especialistas en
Derecho». El segundo procedimiento
analiza los «intereses jurídicamente pro-
tegidos» por el derecho regulado. Nin-
guno de ellos es, evidentemente, una
fórmula matemática, pero sí un sende-
ro aprovechable para evitar los terre-
nos de las combinaciones libérrimas o
apriorísticas. El libro de Antoni MlLIAN
delimita la extensión del derecho a la
educación (en sus aspectos lingüísticos)
mediante un fino bisturí: el Derecho
Comparado. Se trata de una tarea rele-
vante para utilizar con maestría los dos
métodos apuntados por el Tribunal
Constitucional.

3. En el capítulo I del trabajo se
examina la vinculación entre lengua y
escuela en los textos legales. Aparece
aquí la escuela como objetivo preferen-
te de las políticas lingüísticas asimi-
ladoras y, por otro lado, como cuestión
prioritaria en las disposiciones protec-
toras de las minorías. Finalmente se
indica que las Constituciones contem-
poráneas han dedicado escasa atención
a reglamentar la lengua de la escuela
(posiblemente, porque estamos ante una
materia compleja, mudable y versátil y
que, por tanto, posee un difícil encaje
en un texto normativo rígido).

El segundo capítulo se dedica al de-
recho a recibir la enseñanza de la pro-
pia lengua. Recibe un especial trata-
miento el nexo entre oficialidad e in-
corporación de la lengua oficial en los
programas educativos y se añade la ju-
risprudencia al respecto del Tribunal
Constitucional (que es, por cierto, am-
bigua en algún caso en relación a dicho
ligamen). También se incluye una re-
flexión sobre la Charte européenne des
langues regionales ou minoritaires.

Con el capítulo III se inicia la inves-
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tigación pormenorizada de los derechos
lingüísticos relativos a la lengua docen-
te en cinco Estados democráticos: Ita-
lia, Bélgica, Suiza, Canadá y España.

En Italia advertimos la convivencia,
bajo un mismo texto constitucional, de
tres modelos lingüístico-escolares. En
la región del Valle de Aosta impera el
bilingüismo totale: la enseñanza es, a la
vez, en francés y en italiano. En la pro-
vincia de Bolzano (región del Trentino-
Alto Adigio) se aplica el separatismo
lingüístico no electivo: los niños apren-
den en su lengua materna. En la región
de Friül-Venecia Julia se permite a los
padres decidir la lengua vehicular.

En Bélgica se destacan las sucesivas
modificaciones del régimen lingüístico-
escolar. Esto nos enseña que la reali-
dad social aconseja a menudo introdu-
cir variaciones en dicho régimen. No
estamos, pues, ante estructuras inalte-
rables o petrificadas. Actualmente ha-
llamos en las zonas unilingües de Bél-
gica una consolidación del modelo te-
rritorial: se estudia en la lengua de la
región. El principio de territorialidad
también prevalece en Suiza.

En Canadá (concretamente, en el
Quebec) rige el criterio de que la pro-
tección de la minoría lingüística origi-
naria de un territorio ha de tener prio-
ridad sobre la tutela de las minorías
lingüísticas constituidas a raíz de un
movimiento migratorio.

Finalmente, para observar el caso
español se ha tenido en cuenta sus dos
sistemas más significativos: País Vasco
y Cataluña. El primero de ellos practi-
ca el modelo de «separatismo lingüísti-
co electivo». En Cataluña opera el bi-
lingüismo total: enseñanza en dos len-
guas (con predominio horario para el
catalán).

4. La conclusión del autor es la si-
guiente: el contenido lingüístico esen-
cial del derecho a la educación abarca
únicamente el derecho a recibir la ins-
trucción en una lengua comprensible.
Por tanto, no alcanza a las facultades
de escoger la lengua docente o de apren-
der en la propia lengua.

Dicha conclusión se completa con
dos precisiones. En primer lugar, la
consideración al crecimiento intelectual,
cognitivo y comunicativo del niño im-

pone las siguientes exigencias: a) que
la lengua docente no sea extraña al país
o medio cultural; b) que se apoye
pedagógicamente a los alumnos cuya
lengua materna es diferente a la lengua
vehicular; c) que se respete dicha len-
gua materna. Se evitan de este modo
discriminaciones educativas y se cierra
el paso a cualquier política de «aver-
sión lingüística» (certera expresión usa-
da por Miguel RODRÍGUEZ-PlÑERO y
María Fernanda FERNÁNDEZ LÓPEZ en
Igualdad y discriminación, Madrid, Tec-
nos, 1986, pág. 242). En segundo lugar,
el Profesor MlLIAN recuerda que los tex-
tos constitucionales y legales suminis-
tran principios cardinales que operan
como parámetros de validez de los di-
versos sistemas lingüístico-escolares:
salvaguarda de la pluralidad cultural y
lingüística, defensa de las minorías, in-
terdicción de la arbitrariedad, igualdad
de los ciudadanos, proporcionalidad,
etc. En el libro se examina una larga
serie de fallos judiciales que manejan
los valores citados. Por ejemplo, la Sen-
tencia de 23 de julio de 1968 del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos, que
confirmó la adecuación (con alguna
excepción) del sistema lingüístico-esco-
lar belga a las exigencias del Convenio
Europeo de Derechos Humanos. No fal-
tan tampoco las referencias concretas
a otros modelos lingüísticos. En este
sentido recibe un especial tratamiento
la interesante jurisprudencia del Tribu-
nal Supremo de los Estados Unidos.
Como muestra podemos citar la sen-
tencia Lau v. Nichols, de 21 de enero de
1974, que consideró contraria a los prin-
cipios de igualdad y no discriminación
la práctica del uso exclusivo del inglés
en una escuela de alumnos cuya lengua
mayoritaria era el chino (y esto sin pre-
ver ningún mecanismo que asegurase
la comprensión de la lengua vehicular).

5. Algún lector podría pensar que
el texto que comentamos nos muestra
un supermercado de modelos lingüísti-
co-escolares. El legislador escogería
cualquiera de ellos según su libre albe-
drío. No creo que sea este el mensaje
deducible del trabajo realizado. Me gus-
taría resaltar aquí unas palabras del
poeta y ensayista Pedro SALINAS en tor-
no a la grave responsabilidad que recae
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sobre cada uno de nosotros en lo que
atañe al lenguaje: «¿Tiene o no tiene el
hombre, como individuo, el hombre en
comunidad, la sociedad, deberes inex-
cusables, mandatarios en todo momen-
to, con su idioma? ¿Es lícito adoptar en
ningún país, en ningún instante de su
historia, una posición de indiferencia o
de inhibición, ante su habla? (SALINAS,
Pedro, «Defensa del lenguaje», en El
defensor, Barcelona, Círculo de Lecto-
res, S.A., 1991, pág. 330). A los poderes
públicos y, entre ellos, al Cuerpo Legis-
lativo, le corresponde una fracción im-
portante de dicha responsabilidad. El
libro reseñado sirve entonces como con-
sulta indispensable. Es más, incluso
suministra fundamentos jurídicos para
decisiones normativas en parte quirúr-
gicas o «dolorosas». Me refiero, por
ejemplo, al principio de territorialidad,
que niega la elección de la lengua
vehicular y que es objeto de un vivo
debate en Suiza. Igualmente, cabe se-
ñalar la polémica doctrinal abierta en
Italia respecto al sistema de separatis-
mo lingüístico no electivo, que también
impide la libre determinación (por los
padres o tutores) de la lengua docente.
En definitiva, este estudio nos eleva
hacia la grandeza del Derecho como
fuente de justificadas y meditadas obli-
gaciones y no como pozo de arbitrarias
imposiciones.

Joan AMENOS ÁLAMO

Profesor ayudante de Derecho
Administrativo

Universidad Autónoma
de Barcelona

NIETO GARCÍA, A., Derecho Administra-
tivo sancionador, Ed. Tecnos, Ma-
drid, 1993, 424 págs.

1. No incurro en una hipérbole si
afirmo que el libro del profesor NIETO,
del que modestamente doy cuenta, cons-
tituye un hito en la bibliografía jurídi-
ca española, en particular en la copio-
sísima generada en el espacio científi-
co del Derecho Público. Estamos ante
uno de esos escasos y por ello privile-

giados libros que el paso inexorable del
tiempo no sólo no diluirá en la corrien-
te caudalosa de la producción biblio-
gráfica sino que sacará a flote, que aqui-
latará, que encumbrará por su calidad
y que perdurará pese a los zarpazos
demoledores del legislador coyuntural
que con tanta precisión convierten en
estériles miles de páginas. Su autor,
profesor universitario cuya ejempla-
ridad y dedicación es innecesario resal-
tar, realiza una aportación trascenden-
tal en la materia objeto de estudio: cons-
truir, con la extensión que más tarde
tendré ocasión de precisar, una Parte
General del Derecho Administrativo San-
cionador. Una empresa científica como
la acometida sólo está al alcance de
quien posee una cuajada madurez inte-
lectual, fruto de muchos años de inten-
so trabajo, y está adornado, además, de
una enorme generosidad. Sólo desde
estas claves, creo, es posible apreciar
en su justa medida el significado del
trabajo de A. NIETO. Cierto es que una
obra como la presente no hubiera sido
posible sin la preparación y los esfuer-
zos de la doctrina anterior (penalistas
y administrativistas sobre todo, pero
también de tributaristas, laboralistas o
procesalistas) a la que el propio NIETO
se refiere en las primeras páginas de su
trabajo. Pero este libro lleva el sello
inconfundible de su autor.

Este libro ha de marcar una época.
En la bibliografía jurídico-administra-
tiva sobre sanciones administrativas se
hablará de un antes y un después de la
obra del profesor A. NIETO. ES más, a la
vista de su contenido resulta pobre y
reductor hablar escuetamente de «san-
ciones administrativas», aunque ello sea
cómodo por razones de rápida identifi-
cación científica. Hay que hablar con
propiedad, como he dicho y como jus-
tamente queda recogido en su título, de
Derecho Administrativo Sancionador. La
justificación detallada de esta ambicio-
sa denominación la encontrará el lec-
tor precisamente en las densas 424 pá-
ginas, tamaño cuartilla, que tiene el li-
bro que comentamos. Cuando pacien-
temente las haya recorrido comprende-
rá las razones que la avalan y el mérito
de su autor, aunque pueda discreparse,
seguro, de determinados planteamien-
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tos.
2. No seré tan ingenuo de preten-

der plasmar en estas líneas un resumen
del contenido del libro que pretenden
ser una invitación a su lectura. El libro
no es susceptible de resúmenes, aun-
que algo diré de su contenido. Y no
porque no tenga su tesis, sus ideas-fuer-
za, su hilo conductor (que los tiene y
con una gran abundancia de registros),
sino porque cualquier resumen corre el
riesgo de ofrecer una burda caricatura
del caudal riquísimo de datos, reflexio-
nes, valoraciones que en él se ofrecen
con total generosidad. Así, toda la doc-
trina (fundamentalmente española, sea
penalista o administrativista, aunque no
falten autores italianos, franceses, ale-
manes) y la mejor jurisprudencia con-
tencioso-administrativa y constitucio-
nal desfila por sus páginas, tiene su lu-
gar y momento adecuados, la cita y va-
loración oportunas. El libro, sin em-
bargo, no es un libro fácil, de los que
se leen como mero pasatiempo. Exige
su esfuerzo, en algunos momentos no-
table.

El profesor NIETO renuncia conscien-
temente a la erudición inútil, a ser un
libro sobre libros, a repetir lo que otros
han repetido cientos de veces (modo de
hacer que merece sus más acidas críti-
cas, págs. 17 y 18) y toma con energía
los problemas allí donde otros los deja-
ron para abrir, si ello es posible, nue-
vas perspectivas en las que nunca falta
la crítica de las posiciones tradiciona-
les. Y esta opción metodológica tiene
sus reglas y exigencias y da a la escritu-
ra del profesor A. NIETO un estilo pecu-
liar. No sólo a la escritura (el continen-
te) sino a sus contenidos, en los que
queda puesto de manifiesto su modo de
discurrir zigzagueante, provocador, en
fin, la sana heterodoxia que practica.
Su honestidad intelectual, expuesta sin
rubor pero sin facilidades en cada pá-
gina, puede provocar más de un chasco
a espíritus poco avisados. Manera de
hacer que encierra un riesgo cierto.
Quien no tenga la misma honestidad
para adentrarse hasta el último recove-
co de su pensamiento, puede hacer un
uso inadecuado de sus afirmaciones,
cuando en la misma o en otras páginas
aquéllas que'dan desmentidas, matiza-

das o el contexto concreto en el que se
dicen nada tiene que ver con la finali-
dad interesada para la que se utilizan.
Véase ello a través de un solo ejemplo.
En la pág. 179 afirma que hay que acep-
tar («en un acto de fe jurídica»), por-
que así lo ha interpretado la jurispru-
dencia, que el principio de legalidad
está recogido en el art. 25 de la Consti-
tución. Unas páginas adelante (pág. 185)
advierte que «el art. 25 de nuestra Cons-
titución no reconoce en modo alguno
el principio de legalidad en su sentido
amplio y propio, sino únicamente el de
ciertos corolarios del mismo». En fin,
en la página 188, en la proposición se-
gunda, señala que, en el art. 25 de la
Constitución, «se ha positivizado el prin-
cipio general de legalidad del Dere-
cho punitivo del Estado y, por ende,
del Derecho Administrativo Sanciona-
dor».

Pese a todo, el resultado impresio-
na. El libro será, sin lugar a dudas, un
instrumento imprescindible de trabajo
para todo aquel que por dedicación pro-
fesional (profesores, funcionarios, abo-
gados, jueces y magistrados) necesite
ideas, argumentos, series jurispruden-
ciales para abordar el más complejo
problema teórico o la cuestión más con-
creta relativa al vasto campo de las san-
ciones administrativas, aunque se deba
ser cuidadoso al tomarlas. Para mayor
utilidad de la obra, el autor ha podido
incluir en la última fase de elaboración
los comentarios oportunos, en algún
punto muy críticos, en relación con la
ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Ad-
ministrativo Común (LRJAP), ley que
no sólo no invalida el libro sino que lo
convierte en instrumento útilísimo para
ubicar los distintos principios sobre la
potestad sancionadora de las Adminis-
traciones Públicas recogidas en ella
(adviértase que en la cita de los precep-
tos de esta ley relativos a la potestad
sancionadora hay algunas erratas en la
numeración y texto de los artículos).

3. En la Introducción, el lector en-
contrará las claves de la obra, circuns-
tancia que aconseja más que nunca el
inicio de la lectura del libro por esta
parte. Por cierto que debo resaltar una
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cuestión puramente formal. Me refiero
al sistema de citas que se aparta del
habitual en la bibliografía jurídica.
Como advierte el propio autor (págs.
42 y 43), en la obra se utiliza el sistema
de citas dominante en la bibliografía
social: el primer apellido junto con la
fecha de su publicación y la página y la
cita se hace dentro del texto, no a pie
de página, figurando al final un índice
bibliográfico donde se encuentra la re-
ferencia completa (sistema que ya uti-
lizan los autores de algunas áreas jurí-
dicas) (1). Sin embargo, pese al trabajo
meticuloso de NIETO en algunos casos
no es posible encontrar ni en el texto ni
en el índice final la referencia biblio-
gráfica completa de algún autor citado
en el libro.

En ella traza el autor con claridad el
plan y la justificación de la obra: elabo-
rar una Parte General del Derecho Ad-
ministrativo sancionador. La posibili-
dad de materializar este objetivo queda
condicionado a un doble requisito epis-
temológico. En primer lugar, que pue-
da elaborarse un Derecho Administra-
tivo sancionador, posibilidad afirmati-
va que, como he adelantado, constituye
la tesis central del libro (sobre ello vol-
veré inmediatamente). En segundo lu-
gar, que sea factible la elaboración de
una Parte General válida para todas sus
manifestaciones sectoriales (la hetero-
génea Parte Especial, que ha conocido
en los últimos años un crecimiento es-
pectacular). Pues bien, en cuanto a este
segundo requisito, la prueba más con-
tundente de su necesidad está en los
recientes estudios sobre la ordenación

(1) Es el caso de los filósofos del Dere-
cho. Así véase M. CALVO GARCÍA, Teoría
del Derecho, Tecnos, 1992. Por cierto, en
relación con las precisiones conceptuales
que hace NIETO en el epígrafe «Sobre prin-
cipios y normas», págs. 35 a 42, y en parti-
cular, respecto a la clasificación de las
normas (primarias, secundarias y tercia-
rias), puede ser útil manejar la clasifica-
ción de las normas que propone CALVO
GARCÍA (primarias y secundarias y dentro
de estas, normas de reconocimiento, nor-
mas de producción o de cambio, normas
de reforzamiento y de aplicación), págs.
68 y ss.

sancionadora bancada (obra colectiva
dirigida por FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ) y
en materia de consumo (REBOLLO PÜIG),
autores que se han visto obligados a
afrontar determinados problemas dog-
máticos generales (reserva de ley, cul-
pabilidad, tipificación, etc), como paso
previo al estudio de lo sectorial.

El contenido completo de un Dere-
cho Administrativo sancionador, advier-
te NIETO, debiera «desarrollar sistemá-
ticamente, además de las cuestiones
generales, una Teoría de la potestad
sancionadora, una Teoría de la infrac-
ción, una Teoría de la sanción y un
Derecho del Procedimiento» (sanciona-
dor). El libro de NIETO, por razones
obvias de tiempo y extensión, sólo abar-
ca las dos primeras subpartes: la teoría
de la potestad sancionadora y de la in-
fracción (2). Queda para otros la tarea
de completar el esquema trazado (¡qué
fuerza ilustrativa de las limitaciones y
de la humildad con la que debe afron-
tarse el quehacer científico tiene el sí-
mil de la partida de ajedrez!, en pág.
19).

4. La tesis central del libro de A.
NIETO consiste en la posibilidad, con-
veniencia y necesidad de elaborar un
Derecho Administrativo Sancionador
construido no con los materiales y téc-
nicas tomadas en préstamo del Dere-
cho Penal (que a cada paso precisan de
matizaciones, modulaciones o excepcio-
nes), sino desde el propio Derecho Ad-
ministrativo (tesis recogida entre otras
en las págs. 21, 26, 75, 136, 141, 153,
páginas éstas últimas que correspon-
den al importante capítulo IV en el que
aborda la discutida sustantividad del
Derecho Administrativo sancionador,
págs. 125 a 170). Dicha tesis se sitúa a
contracorriente de la concepción hoy

(2) El índice General de la obra es el
siguiente: Cap. I. Introducción. Cap. II La
lección del siglo XIX. Cap. III. La potes-
tad sancionadora de la Administración.
Cap. IV. La discutida sustantividad del
Derecho Administrativo sancionador. Cap.
V. El principio de legalidad. Cap. VI. La
reserva legal. Cap. VII. El mandato de
tipificación. Cap. VIII. La culpabilidad.
Cap. IX. Non bis in idem. Cap. X. La pres-
cripción.
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mayoritaria en la doctrina española que
considera que «la potestad sancionado-
ra de la Administración forma parte,
junto con la potestad penal de los Tri-
bunales, de un tus puniendi superior
del Estado» (pág. 20), razón por la que
aquélla se considera subordinada a ésta
y por la que los principios del Derecho
Penal son aplicables al Derecho Admi-
nistrativo sancionador.

El fundamento de la tesis dominan-
te se apoya en la identidad ontológica
del ilícito penal y del ilícito adminis-
trativo, manifestaciones ambas del su-
praconcepto del ilícito (idea esta que
aparece en la STS 9 de febrero de 1972,
Arz. 876, en la que es ponente MEN-
DIZÁBAL ALLENDE) (3). Pues bien, esa
pretendida identidad ontológica «no tie-
ne otra función que la de prestar una
cobertura teórica a la extensión del De-
recho Penal al Derecho Administrativo
Sancionador» (pág. 134), dada la ma-
durez teórica y garantista alcanzada por
el Derecho Penal y la inexistencia hoy
por hoy de un Derecho público estatal
sancionador.

Sin embargo, como advierte NIETO,
la tesis dominante explicable por razo-
nes de oportunidad o coyunturales debe
ser objeto de «no pocas correcciones:
unas de carácter sistemático-operativo
(como la vinculación directa del Dere-
cho Administrativo Sancionador al De-
recho público estatal) y otras de carác-
ter conceptual, centradas en la recupe-
ración de la fibra administrativa del
Derecho Administrativo Sancionador,
que como su mismo nombre indica, es
en primer término Derecho Adminis-
trativo, enfatizando particularmente el
hecho de que la potestad sancionadora
es un anejo de la potestad o competen-
cia material que actúa de matriz. Lo
cual significa que no es necesario re-

(3) Por cierto, en esa referencia al
supraconcepto del ilícito podría percibirse
una directa influencia intelectual de Se-
bastián MARTÍN RETORTILLO que unos años
antes se ha referido, trayéndolo de la doc-
trina alemana, a los «supraconceptos», en
su obra El Derecho Civil en la génesis del
Derecho Administrativo y sus instituciones,
Sevilla, 1960. Hago esta consideración que
debo a Lorenzo MARTÍN" RETORTILLO.

montarse siquiera al Derecho público
estatal ni existe una subordinación por
naturaleza al Derecho Penal sino que
ésta es meramente coyuntural y técni-
ca: el Derecho Administrativo Sancio-
nador toma en préstamo los instrumen-
tos que le proporciona el Derecho Pe-
nal sencillamente porque le son útiles
por causa de su maduración más avan-
zada y de su superioridad teórica» (pág.
75). Creo que las palabras transcritas
del propio NIETO constituyen una bue-
na síntesis de su concepción y de los
retos que tiene planteados el Derecho
Administrativo Sancionador.

De ahí el esfuerzo que despliega para
marcar las peculiaridades de la potes-
tad sancionadora. En efecto, se trata
de una potestad reconocida tradicional-
mente en España a la Administración
(como queda de manifiesto en la breve
pero documentada síntesis recogida en
el Cap. II «La lección del siglo XIX») y
que ha merecido el respaldo constitu-
cional frente a ciertas posturas dog-
máticamente radicales (PARADA). Fren-
te a la tesis de la unidad punitiva del
Estado (contradictoria con el creciente
poder punitivo de la Comunidad Euro-
pea y la realidad del fraccionamiento
de la potestad sancionadora reconoci-
da a la diversidad de Administraciones
Públicas, págs. 90 a 114), concibe la
potestad sancionadora como una po-
testad aneja a las otras potestades ma-
teriales que tienen atribuidas las dis-
tintas Administraciones Públicas (posi-
ción muy próxima a la defendida por
DE LA MORENA) (4), rechazando supe-
radas concepciones (teoría de la Poli-
cía).

Desde el punto de vista teórico el

(4) Señala NIETO que «concebida la
potestad sancionadora de la Administra-
ción como una potestad aneja a la potes-
tad de regular y de ejecutar la actuación
pública en determinadas materias adquie-
re mayor sustantividad y flexibilidad, aun-
que, eso sí, sin desvincularse de las reglas
constitucionales y penales, de las que no
podría separarse para no romper la cohe-
rencia de la acción pública, pero sin llegar
por ello, a ser una emanación o simple
manifestación del ius puniendi del Estado
ni mucho menos, de las potestades pena-
les», pág. 86.
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capítulo IV («La discutida sustantivi-
dad del Derecho Administrativo San-
cionador») ocupa una posición central
en la fundamentación de la tesis de fon-
do del libro. Su convincente manera de
abordar el «falso problema» de la iden-
tificación o diferenciación entre deli-
tos y faltas administrativas (la supues-
ta identidad es una identidad normati-
va parcial y no ontológica) constituye
un sólido argumento que da sustantivi-
dad al Derecho Administrativo Sancio-
nador frente al Derecho Penal (pág. 127
a 143). Son razones coyunturales, in-
sistirá NIETO, las que explican la apli-
cación de los principios del Derecho
Penal al Derecho Administrativo San-
cionador, transferencia cuya cobertura
teórica se ha justificado en la supuesta
«identidad ontológica». Pero esa situa-
ción es transitoria: «algún día llegará
aquél (Derecho Administrativo Sancio-
nador) a su mayoría de edad y podrá
prescindir de la tutela -ya que no del
magisterio- del Derecho Penal y encon-
trará en fin, su identidad en el ámbito
que no debió abandonar nunca: el De-
recho Administrativo» (pág. 136). Mien-
tras tanto, formula NIETO propuestas
concretas para aplicar los principios pe-
nales a lo sancionador que tienen muy
en cuenta la diferente textura de uno y
otro ordenamiento (pág. 143 a 154). En
conclusión, la reafirmación y sustanti-
vidad del Derecho Administrativo San-
cionador constituye la culminación de
un proceso de «ruptura deliberada con
las concepciones del pasado: se aban-
donan los campos de la Policía y del
Derecho Penal para asentarse en el De-
recho Administrativo. La expresión ad-
quiere así el valor de un emblema y de
una confesión doctrinal» (pág. 154).

5. A partir de ahí, el libro afronta
el examen exhaustivo y riguroso del
principio de legalidad en el Derecho Ad-
ministrativo sancionador y de los ele-
mentos que lo integran (mandato de
reserva legal y de tipificación, las pro-
hibiciones de bis in idem y de irretroac-
tividad de las normas sancionadoras
desfavorables), así como de las institu-
ciones de la culpabilidad y la prescrip-
ción. Dicho análisis constituye el méto-
do adecuado para justificar la tesis de
fondo del libro de NIETO, tesis, que como

queda dicho no es otra que la necesi-
dad de construir un Derecho Adminis-
trativo sancionador desde las bases teó-
ricas del Derecho Público estatal.

Defiende NIETO (y su posición no
está exenta de una cierta heterodoxia
como el mismo reconoce en págs. 184 a
186), que el contenido del principio de
legalidad en el Derecho Administrativo
Sancionador no puede coincidir con el
aplicable para el Derecho Penal ni si-
quiera en el mismo Derecho Adminis-
trativo general. Este contenido «está
formado por los siguientes elementos:
los mandatos de reserva legal y de tipi-
ficación y las prohibiciones de bis in
idem y de irretroactividad de las nor-
mas sancionadoras desfavorables» (pág.
188), elementos que tienen sus peculia-
ridades específicas.

6. La llamada en terminología del
Tribunal Constitucional «doble garan-
tía» del principio de legalidad (los man-
datos de tipificación y reserva legal) es
analizada pormenorizadamente en los
capítulos VI y VII y constituye una de
las partes donde la aportación del pro-
fesor NIETO es de gran importancia teó-
rica y práctica. Por lo que hace a la
reserva de legal de las infracciones y
sanciones, critica la rigidez dogmática
con la que la doctrina mayoritaria con-
cibe el principio de legalidad, puesto
que la colaboración del reglamento es
imprescindible en materia de sancio-
nes administrativas. En fin, resulta su-
mamente clarificadora la delimitación
conceptual de las distintas figuras y
posibilidades técnicas de colaboración
reglamentaria (habilitación, remisión y
la criticable técnica de la «cobertura
legal»), de considerable interés prácti-
co, (págs. 238 a 251).

Por lo que hace al mandato de tipi-
ficación de las infracciones («tipifi-
cación en sentido estricto) y de las san-
ciones («atribución») advierte el profe-
sor NIETO el distinto alcance que tiene
en el Derecho Administrativo Sancio-
nador y en el Derecho Penal por razo-
nes que tienen que ver con la estructu-
ra de las normas punitivas y sanciona-
doras, agudamente descrita en las págs.
262 a 271, circunstancia por la que cri-
tica la rigidez con la que en los últimos
años se ha entendido el mandato de
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tipificación que se materializa en lista-
dos interminables de infracciones («la
descripción completa de la infracción
en el tipo es una reduplicación innece-
saria e inútil y además, inviable, de tal
manera que su exigencia es el resulta-
do de un dogmatismo inaceptable que
conduce a la irrealidad», pág. 265). La
tesis es ciertamente sugerente, pero me
caben serias dudas de que en la prácti-
ca sea viable por varias razones. En
primer lugar, no siempre los mandatos
están claramente definidos en las nor-
mas. En segundo lugar, esa técnica de
tipificación dejaría una amplia discrec-
cionalidad a la Administración. En ter-
cer lugar, los tribunales son muy rigu-
rosos al examinar la exigencia de tipifi-
cación de las infracciones. En fin, bien
distinta y menos problemática es la téc-
nica de tipificación de las sanciones (por
grupos de infracciones), una caracterís-
tica muy singular del Derecho Adminis-
trativo Sancionador, (págs. 271 a 273).

7. En el capitulo VIII se analiza la
aplicación de la culpabilidad al Dere-
cho Administrativo Sancionador. Pone
de manifiesto NIETO la «línea evoluti-
va, ciertamente vacilante, pero inequí-
voca: la que va desde la negación a la
exigencia de la culpabilidad» (de la res-
ponsabilidad objetiva a la exigencia de
culpabilidad) (pág. 302). Y sin embar-
go, esta evolución, considerada por al-
gunos como uno de los resultados más
elogiosos del trasplante de los princi-
pios del Derecho Penal, es objeto de
serias objeciones pues no se acomoda a
las peculiaridades de las sanciones ad-
ministrativas (caso de la responsabili-
dad de las personas jurídicas; las pecu-
liaridades del error; la presunción de
inocencia versus culpabilidad, etc).

8. La complejidad que se esconde
tras la, en apariencia simple, regla non
bis in iden queda puesta de manifiesto
en el capítulo noveno, circunstancia que
reafirma a NIETO en la conveniencia de
elaborar desde el Derecho Administra-
tivo una doctrina propia sobre esta re-
gla. En efecto, tras un estudio de su
fundamentación y naturaleza, niega que
estemos ante un principio al no consti-
tuir sino una regla jurídica (en la Intro-
ducción, págs. 35 a 42, puede encon-
trarse la explicación de esta diferencia

conceptual), que sólo recientemente ha
sido positivizada en diversos textos le-
gales ordinarios. Tras examinar el con-
tenido de sus exigencias jurídicas (pre-
valencia de la sentencia penal y priori-
dad del proceso penal) y sus excepcio-
nes (el siempre polémico ámbito de las
relaciones de especial sujeción), critica
las limitaciones y contradicciones de
su interpretación tradicional, realizan-
do una aportación muy singular para la
clarificación conceptual de esta proble-
mática (en particular en el epígrafe que
lleva por título «Pluralidad de normas,
hechos, de acciones y de infracciones»,
págs. 384 y ss.). La complejidad que evi-
dencian estas páginas, explican que NIE-
TO sea muy crítico con la «escanda-
losa simplicidad» de la regulación del
non bis in idem recogida en el art.
133LRJAP.

9. En el último capítulo del libro,
NIETO da cuenta pormenorizada de la
problemática y contradictoria aplicación
de la prescripción a las infracciones y a
las sanciones administrativas. La nue-
va Ley de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas ha simplifica-
do totalmente este complicado panora-
ma, razón por la que merece una posi-
tiva valoración del autor (p. 409). Cues-
tión distinta es que con ello no se re-
suelven todos los problemas que plan-
tea esta institución, como queda de
manifiesto al analizar las diferencias
conceptuales y prácticas entre prescrip-
ción (de la infracción o de la sanción),
caducidad del derecho y caducidad del
procedimiento (la perención en termi-
nología de GONZÁLEZ NAVARRO). Tiene
razón NIETO cuando critica los defec-
tos técnicos del art. 43.4 de la LRJAP y
su incorrecta ubicación sistemática.

Como decía al comienzo, esta breví-
sima síntesis no puede dar cuenta deta-
llada de la enorme riqueza de ideas que
contiene este libro. Estas líneas son una
apremiante invitación a su lectura y un
modesto homenaje a su autor a quien
felicito muy sinceramente desde estas
páginas.

Antonio FANLO LORAS
Profesor Titular de Derecho

Administrativo
Universidad de Zaragoza
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PRIETO DE PEDRO, Jesús: Lenguas, len-
guaje y derecho, Ed. Civitas, Madrid,
1991.

No es frecuente encontrar en nues-
tra iuspublicística un conjunto tan abi-
garrado de intereses como los que acos-
tumbra a perseguir el Profesor PRIETO
DE PEDRO; abigarrado, pero coherente;
abigarrado, pero con un rigor que su-
pera incluso a los cultivadores habitua-
les de aquellas parcelas del conocimien-
to que con paso vivaz, pero seguro, re-
ciben su huella.

Por ello, no sorprende esta recopila-
ción de distintas colaboraciones en Con-
gresos, Coloquios y Seminarios que
aborda una misma temática, pero des-
de dos problemáticas distintas, todo ello
teniendo en cuenta que PRIETO DE PE-
DRO evita, ante todo, «problematizar»
buscando la solución más ajustada y la
expresión más llana, huyendo así del
artificio lingüístico y de la glosa eru-
dita.

El conjunto de textos reunidos en
este volumen se confiesan ante todo
como instrumentos útiles, nos plantean
cuestiones a las que nos enfrentamos
diariamente y nos dan sucintamente la
respuesta más consistente.

Los textos aquí recogidos se orde-
nan en dos grupos de problemas, en
primer lugar, los referidos a la discipli-
na constitucional, e infraconstitucional,
de la lengua, las lenguas, en un Estado
que consagra en el mismo Preámbulo
de la Constitución el pluralismo lingüís-
tico como uno de los valores que la
Nación española proclama su voluntad
de proteger.

Una lectura apresurada del texto
constitucional podría llevarnos a con-
cluir que, en su artículo 3.°, se encuen-
tra la disciplina primaria de las len-
guas en nuestro ordenamiento, si bien
es cierto que la base misma del sistema
radica en este precepto constitucional,
y en las normas estatales y autonómi-
cas de desarrollo, ahí está la doctrina
de nuestro Tribunal Constitucional re-
cogida en las Sentencias 82, 83 y 84/
1986, de 26 de junio, a propósito de las
Leyes de normalización lingüística del
País Vasco, Cataluña y Galicia, donde
se define el contenido y el alcance de la

oficialidad y cooficialidad lingüística:
pero tenemos que añadir inmediatamen-
te cómo otros preceptos constituciona-
les, de forma singular los artículos 14 y
23.1, se integran en la hermenéutica del
estatuto constitucional de las lenguas.

La opción por un pluralismo lingüís-
tico puede encontrar una fundamen-
tación diversa; así, de un lado, la satis-
facción de determinadas demandas de
carácter nacionalista o regionalista; de
otro, la búsqueda de una Administra-
ción más eficaz en la medida en que el
reconocimiento de la oficialidad de una
lengua con fuerte implantación social
permite, al menos en hipótesis, una más
fluida comunicación entre los poderes
públicos y los ciudadanos. PRIETO DE
PEDRO busca una fundamentación dife-
rente entendiendo que la oficialidad de
un lengua viene a construirse como una
«garantía superior de proyección pú-
blico institucional» (que se traduce en
un compromiso de las organizaciones
públicas..., que tiene como finalidad
esencial la de asegurar la igualdad de
ambas lenguas y el normal ejercicio de
sus libertades lingüísticas por los ciu-
dadanos en sus relaciones con los po-
deres públicos). El elemento basilar de
la hermenéutica de la oficialidad lin-
güística viene dado, por tanto, para

PRIETO DE PEDRO, por la proyección del
sistema de libertades, como emanación
en último término de los principios de
libertad e igualdad constitucionalmen-
te consagrados.

La opción por una fundamentación
como la señalada no es en absoluto
inocua, pues de ella deriva inmediata-
mente, como concreción del principio
«favor libertatis», la prevalencia del
derecho del ciudadano a optar por el
uso de una lengua oficial sobre los de-
rechos funcionarios y frente a la propia
Administración Pública, obligándola a
adoptar los medios necesarios para ha-
cer real y efectivo este derecho; con las
reservas que derivan, respecto de la
posición de los funcionarios públicos,
de una jurisprudencia de nuestro Tri-
bunal Constitucional que tiene su pri-
mer hito en la Sentencia 76/1983, y que
proyecta sobre la Administración global-
mente considerada la carga del conoci-
miento de las lenguas oficiales.
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Especial trascendencia tiene, desde
este punto de partida, la compleja pro-
blemática del conocimiento de las len-
guas oficiales como criterio de valora-
ción en los procesos de selección para
el acceso a las Administraciones Públi-
cas, bien apreciándolo como mérito,
bien configurándolo, directa o indirec-
tamente, como auténtico requisito.

No quedan muy lejanos los años en
los que junto a una «guerra de las ban-
deras» (que en el ciclo estival asolaba
de forma incruenta alguna Comunidad
Autónoma) podíamos rastrear una «gue-
rra de las lenguas»; en esta última el
campo de batalla no eran los balcones
de los edificios consistoriales, sino los
Diarios Oficiales y, en un segundo mo-
vimiento, las sucesivas instancias judi-
ciales.

El objeto del litigio es singular, pues,
aunque se repitiera con distintos prota-
gonistas, estábamos siempre en presen-
cia, con escasas variaciones, del mismo
conflicto, que no era otro que la legiti-
midad constitucional de la exigencia del
conocimiento de una lengua cooficial
para el acceso a la función pública en
las correspondientes Administraciones
territoriales (CC.AA. v Administración
Local).

No es este el lugar para examinar la
evolución de la doctrina de nuestros
Tribunales, doctrina de la que da cum-
plida cuenta PRIETO DE PEDRO en esta
obra, pero permítasenos reseñar algu-
nas de las aproximaciones críticas que
se recogen en el volumen que reseña-
mos.

En este sentido es notable el acierto
al apuntar la incongruencia de impug-
nar unos procesos de selección de fun-
cionarios de administraciones territo-
riales entendiendo que la exigencia del
conocimiento de la lengua vernácula
vulnera el principio de igualdad en re-
lación con el artículo 23.2 cuando con
normalidad, y sin suscitar oposición
alguna, ni por la doctrina ni por los
administrados (como posibles aspiran-
tes en los procesos de selección) se exi-
ge en la función pública estatal el co-
nocimiento de lenguas extrajeras; lle-
vando esta tesis hasta sus últimas con-
secuencias, las Administraciones terri-
toriales podrían, pacíficamente, incor-

porar en sus procesos de selección prue-
bas eliminatorias de conocimiento de
otras lenguas (inglés o francés), como
sucede en la Administración del Esta-
do, pero, de acuerdo con la doctrina
del Tribunal Constitucional y del Tri-
bunal Supremo, no podrían incluir prue-
bas de contenido idéntico respecto de
las lenguas cooficiales en la respectiva
Comunidad Autónoma.

La exclusión de pruebas eliminato-
rias sobre el conocimiento de la lengua
cooficial, parece venir dada por la falta
de adecuación entre esos conocimien-
tos y el fin último de los procesos de
selección de empleados públicos, de
acuerdo con lo preceptuado por el artí-
culo 19.1 de la Ley de medidas para la
reforma de la función pública, enten-
diéndose que sólo son necesarios para
determinados puestos de trabajo, para
cuya provisión sí podrá exigirse, como
contempla el mismo precepto.

La justificación de la necesidad ob-
jetiva del conocimiento de las lenguas
extranjeras por parte de los funciona-
rios de la Administración del Estado no
deja de ser una tremenda falacia, ¿o se
nos pretende convencer que nuestros
funcionarios, todos ellos y de distintos
grupos, se ven obligados a ejercer su
actividad en un marco idiomático co-
munitario? y, por el contrario, ¿en qué
entorno idiomático desarrollan su tra-
bajo los funcionarios de las Adminis-
traciones territoriales con pluralismo
lingüístico?

La respuesta a estas tesis se mueve
en un doble plano: en primer lugar, si
como ha afirmado la doctrina de nues-
tro Tribunal Constitucional la exigen-
cia del conocimiento de la lengua es
predicable de la Administración en su
conjunto, como organización, y no de
forma singular, de cada uno de sus agen-
tes, la situación de una Administración
que no puede exigir dicho conocimien-
to, en las pruebas de acceso de sus fun-
cionarios, de la lengua cooficial, pero
que está obligada a relacionarse con
los ciudadanos en las dos lenguas ofi-
ciales, no deja de ser una tremenda con-
tradicción, porque si tal conocimiento
sólo es exigible en los procesos de pro-
visión de puestos de trabajo, y en la
práctica es así pese a las previsiones
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citadas anteriormente, es, en hipótesis,
posible que no se encuentren funciona-
rios con el conocimiento necesario, ni
con disponibilidad de adquirirlos, para
hacer real y efectivo el derecho de las
personas al uso de una lengua oficial,
«derecho fundado en la Constitución y
en el Estatuto de Autonomía» (STC 82/
1986, de 26 de junio) y, ahora también,
desarrollado en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y proce-
dimiento administrativo común respecto
de los órganos periféricos de la Admi-
nistración del Estado.

En un segundo nivel, una lectura
restrictiva de las facultades de las dis-
tintas Administraciones de exigir en los
procesos de selección de sus funciona-
rios el conocimiento de la lengua co-
oficial, se mueve en el plano orga-
nizativo; en efecto, el desconocimiento
por parte de los funcionarios de la len-
gua cooficial impone como lengua de
comunicación interna de la Adminis-
tración territorial la lengua castellana,
toda vez que es la única de conocimien-
to común, lo que tampoco deja de ser
un contrasentido, porque, a título de
ejemplo, las disposiciones de estas Ad-
ministraciones territoriales se publican
en diarios oficiales monolingües, en la
lengua vernácula, obligando a la Admi-
nistración a proceder a la traducción
de éstos para sus propios funcionarios.

Todas estas cuestiones han recibido
puntual respuesta en el inesperado cam-
bio de rumbo de la doctrina de nuestro
Tribunal Constitucional a partir de la
Sentencia 4/1991, de 28 de febrero, re-
conociéndose la legitimidad constitu-
cional de la exigencia del conocimiento
de las dos lenguas oficiales en los pro-
cesos de selección de los funcionarios
públicos entendiendo que «el propio
principio de mérito y capacidad supo-
ne la carga para quien quiera acceder a
una determinada función pública de
acreditar las capacidades, conocimien-
tos e idoneidad exigibles para la fun-
ción a la que aspira. Por lo que la exi-
gencia del conocimiento del idioma que
es oficial en el territorio donde actúa la
Administración a la que aspira a servir
es perfectamente incluible dentro de los
méritos y capacidades requeridas».

Las propuestas que formula PRIETO
DE PEDRO, con anterioridad a esta últi-
ma decisión de nuestro Tribunal Cons-
titucional, parecen orientarse en el sen-
tido de esta nueva posición doctrinal,
confirmándose así el acierto de sus te-
sis.

Estas son algunas de las cuestiones
que PRIETO DE PEDRO plantea en los
textos que se recogen en la primera parte
del volumen; en la segunda parte se
abordan, en dos textos, los problemas
referidos al lenguaje jurídico-adminis-
trativo y a los vicios de lenguaje legal.

La definición del «lenguaje legal»
como «aquel en el que se escriben las
normas» se opone así al «lenguaje de
los juristas», que es aquel, o mejor aque-
llos, en los que los profesionales del
derecho hablan de ellas; la preocupa-
ción por el lenguaje legal ha cobrado
creciente importancia en los últimos
años; muestra de ello son, entre otros,
los estudios de GRETTEL. NOS ofrece aquí
PRIETO DE PEDRO unas sucintas relacio-
nes de reglas ortográficas, estilísticas y
léxico semánticas que ordenen el len-
guaje legal.

Nos encontramos, pues, ante una
recopilación de textos que, aunque ya
conocidos en su mayor parte, permiten
ahora un acceso inmediato a solucio-
nes concretas frente a problemas coti-
dianos, pero de la mayor importancia;
una luz necesaria e inteligente en par-
celas donde todo nuevo trabajo es siem-
pre aportación relevante, en esta oca-
sión en grado sumo.

Enrique GARCÍA LLOVET

RAINALDI, Laura, / piani di hacino nella
previsione della legge, n. 183 del 1989,
Giuffré, Milano 1992, 75 págs.

La importante Ley n. 183, de 18 de
mayo de 1989, «para la Ordenación
Organizativa y Funcional de la Protec-
ción del Suelo», tiene como objetivo la
preservación de los suelos frente al ge-
neralizado fenómeno de su degradación.
Esta ley fue parcialmente modificada
por la n. 253, de 7 de agosto de 1990,
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como consecuencia de la Sentencia n.
85 de la Corte Costituzionale, de 20 de
febrero de 1990, que vino a declarar
inconstitucionales algunos de sus pre-
ceptos.

Partiendo de la base de que los pla-
nes de las cuencas hidrográficas son
instrumentos previstos por la Ley para
la Protección de los Suelos (cfr. art.
17.1), la monografía de LAURA RAINALDI
pretende, por una parte, exponer de for-
ma clara su naturaleza jurídica y con-
tenido y, por otra, aportar soluciones a
los eventuales problemas que la intro-
ducción de estos planes puede plantear
en el ordenamiento jurídico italiano.

Después de una breve introducción,
la autora analiza los elementos distin-
tivos de las diversas cuencas hidro-
gráficas, según la clasificación vigente
en la legislación italiana: cuencas na-
cionales, interregionales o regionales
(art. 13.1 de la Ley); la tripartición no
tiene en cuenta tanto el ámbito territo-
rial de las cuencas, como su importan-
cia (al contrario que en España: véanse
los arts. 148.1.10.° y 149.1.22." CE, y los
arts.14,16.1, 19 y 20 LA); precisamente
por ello, puede haber cuencas regiona-
les en cuyos órganos estén representa-
das otras regiones interesadas (cfr., art.
20.2).

Lógicamente, esta tripartición entre
cuencas se manifiesta en numerosos
aspectos: así, el distinto régimen de las
competencias que las Entidades terri-
toriales pueden ejercitar en materias
relacionadas con las aguas o con el suelo
(obras hidráulicas, recursos, etc.); las
distintas variantes organizativas, sobre
todo en lo que respecta a los titulares
de los órganos de la cuenca (en este
sentido, se apunta oportunamente cómo
la Corte Costituzionale, en su sentencia
n. 126 de 1990, ha obligado a incluir,
no sólo a los representantes de la re-
gión, sino también a los Presidentes de
las provincias autónomas interesadas
en el «Comitato istituzionale» de las
cuencas nacionales); las posibles titula-
ridades de una u otra Entidad sobre la
correspondiente potestad planificado-
ra, precisamente a través de la presen-
cia de representantes en los órganos
competentes; la distinta calificación ju-
rídica de los actos de aprobación del

plan en cada caso... Finalmente, tam-
bién cabe aludir a la distinción entre
las cuencas, por razón del procedimien-
to de elaboración de los correspondien-
tes planes, donde pueden intervenir di-
versas instancias territoriales.

A lo largo de toda la exposición, la
autora manifiesta un profundo conoci-
miento de la materia, pero, sobre todo,
un afán exhaustivo por agotar todas las
posibles diferencias de régimen jurídi-
co entre las diversas cuencas (órganos
de gobierno, planes de protección del
suelo), según el ordenamiento vigente,
y atendiendo al importante peso políti-
co —de reparto de poder entre las di-
versas instancias territoriales— que sub-
yace detrás de las numerosas variantes
organizativas y funcionales.

Una cuestión, imprescindible para
poder incardinar adecuadamente los
nuevos planes de cuenca, y a la que se
dedica gran parte de la monografía, es
la que se refiere a la relación de éstos
con otros instrumentos planificadores:
planes urbanísticos, planes territoria-
les, etc. En este sentido, los planes de
cuenca, por una parte, se coordinan con
otros planes ya existentes en la fase pro-
cedimental, a través de órganos de com-
posición mixta (que recogen intereses
contrapuestos de todos los sujetos re-
presentados), y por otra, se imponen a
los demás planes, tal y como expresa el
art. 17.5 de la Ley: «Las disposiciones
del plan de cuenca aprobado tienen ca-
rácter inmediatamente vinculante para
las Administraciones y los Entes públi-
cos»; más en concreto, el párrafo ante-
rior (art. 17.4) enumera diversos tipos
de planes que las autoridades compe-
tentes deberán adaptar a las prescrip-
ciones de los de cuenca. En este senti-
do, resulta más explícita y rotunda su
supremacía que la de los Planes hidro-
lógicos españoles, prevalentes sobre los
urbanísticos, pero vinculados a las de-
claraciones medioambientales (por ra-
zón de la fuerza constitucional de la
cláusula medioambiental, como atesti-
gua Embid Irujo en su conocida obra
sobre la planificación hidrológica).

Otro problema —vinculado al ante-
rior— que se pretende esclarecer, y de
cuya solución depende la posibilidad
de evitar numerosos conflictos en el
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futuro, es el del valor jurídico que la
Ley asigna a estos planes de cuenca. La
Ley contiene un precepto que, por re-
mitirse a conceptos que carecen de con-
tenido unívoco, es una buena muestra
de oscuridad: «El plan de cuenca tiene
valor de plan territorial de sector» (art.
17.1). Pero, ¿cuál es el valor de los pla-
nes territoriales de sector?; o mejor di-
cho, ¿cuáles son estos planes?

La profesora RAINALDI, a través de
un estudio pormenorizado de los diver-
sos planes territoriales de sector, con-
cluye en que tienen en común, única-
mente, la vinculación al territorio y el
fin sectorial perseguido, pero son dis-
tintos por razón del contenido y del
valor o del carácter vinculante sobre
los destinatarios. No sirve, por tanto, la
calificación legal del valor jurídico de
los planes de cuenca. Y concluye la au-
tora (después de la labor investigadora
a la que dedica el tercer y último capí-
tulo del libro, por lo demás, el más lar-
go), en una calificación diversa de la
propuesta por la Ley, merced a un por-
menorizado análisis jurídico de un gru-
po amplio de planes. En definitiva, pue-
de decirse que los planes de cuenca son
«Planes territoriales generales», pero no
sectoriales, por razón de la pretensión
globalizadora que subyace en el diseño
legal; en efecto, como dice la S. C.Cos.
n. 85, de 26 de febrero de 1990 (n. 8), el
planteamiento de la Ley es finalista o
teleológico: quedan afectas por este Plan
todas las formas de utilización del sue-
lo, todas las actuaciones proteccionis-
tas, tanto del suelo, como de las aguas,
etc. (esta excesiva pretensión globa-
lizadora puede ser peligrosa y llevar a
que los Planes de cuenca tengan escasa
funcionalidad, como señala la propia
autora en otro lugar (p. 48).

Las conclusiones de la autora enla-
zan con la doctrina de la citada senten-
cia constitucional, que reconoce que la
formulación del art. 17, párrafos 1." y
2.° sobre la conceptuación y valor de
los citados planes es «imprecisa»: «En
realidad... [esta calificación] «no res-
ponde perfectamente a la efectiva natu-
raleza de estos planes, la cual se dedu-
ce del diseño de la Ley n. 183 (...)». «En
base a esta naturaleza, los planes de
cuenca vienen equiparados a los planes

territoriales de sector, no ya para signi-
ficar que se trata de instrumentos inhe-
rentes a la disciplina urbanística (de
competencia regional o provincial), sino
con el fin —expresado en el art. 17,
párrafo 5."— de manifestar que los vín-
culos impuestos por este Plan obligan
inmediatamente a las Administraciones
y Entes públicos (estatales y regiona-
les), los cuales deben observarlo y ac-
tuar en consecuencia» (n. 8).

En definitiva, este estudio pretende
clarificar posibles situaciones y conflic-
tos, que la nueva Ley no prevé, a través
del estudio sistemático de las relacio-
nes entre diversos Planes existentes en
el ordenamiento italiano: Planes de
cuenca, por un lado, y planes «territo-
riales» o «sectoriales», por otro. Así,
puede terminar concluyendo que el plan
de cuenca es un nuevo tipo de plan,
creado por el legislador y situado «en
el vértice del sistema planificatorio pre-
existente, como un «super-plano» al cual
deben adecuarse todos los demás», como
un «plan territorial de coordinación»
(p. 73).

Estamos, por lo poco que ha podido
mostrarse aquí, ante una obra breve
pero madura, y que, además, resulta
oportuna, en tanto que puede aportar
(desde una perspectiva comparada, pero
próxima) soluciones sugerentes que fa-
ciliten la necesaria reflexión al planifi-
cador español, a la vista del próximo
desarrollo de la planificación hidro-
lógica y en relación con la naturaleza y
valor jurídico de los planes hidrológicos
y con las relaciones de éstos con otros
instrumentos planificadores.

Iñigo SANZ RUBIALES
Dpto. Derecho Administrativo

Facultad de Derecho
Universidad de Valladolid

ROTUNDA, Ronald D.; NOWAK, John W.:
Treatise on Consütuúonal Law (Suhs-
tance and Procedure), 2.a edición, 4
volúmenes, West Publishing Co., St.
Paul, Minn., 1992.

Por razones de todos conocidas, el
Derecho español ha tenido un contac-
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to, en general fluido, con las distintas
tradiciones jurídicas continentales, pero
no tanto con el Derecho anglosajón. Esta
falta de relación, sin embargo, está
empezando a ser superada en los últi-
mos años. Muchas son las razones —y
entre ellas el Derecho comunitario— que
en el plano jurídico nos acercan cada
vez más al Reino Unido. También son
muchas las que nos llevan al Derecho
norteamericano, tanto por su tradición
en el Derecho constitucional y en la
organización federal del Estado como
por su originalidad en el tratamiento
de sectores y ámbitos de actividad que
plantean hoy problemas universales, a
resolver con principios en general co-
munes. En este contexto, me parece
oportuno subrayar la aparición de la
segunda edición —seis años después de
la primera— del Tratado de Derecho
constitucional norteamericano escrito
por ROTUNDA y NOWAK, profesores am-
bos de la Universidad de Illinois. Se
trata ésta de una obra ambiciosa —cons-
ta de miles de páginas, reunidas en cua-
tro volúmenes—, seriamente concebida
y de calidad contrastada. Su estudio
permite alcanzar una formación bási-
ca, precisa y fundada del Derecho cons-
titucional de EE.UU. La actualización
permanente del Tratado está prevista
mediante la publicación anual de «poc-
ket parts».

La competencia del Tribunal Supre-
mo para determinar la constitucio-
nalidad y, por consiguiente, la validez
de los actos de los restantes Poderes
públicos es un principio básico en el
sistema constitucional norteamericano.
Con su estudio se inicia el volumen pri-
mero, que consta de 772 páginas y diez
capítulos. No obstante el carácter ver-
tebral de este principio, el Tribunal
Supremo ha tenido que ir perfilando
sus poderes a lo largo del tiempo, des-
de que en 1803 —en el importante asun-
to «Marbury v. Madison»— declarase
que el Poder Ejecutivo se encontraba
sujeto a restricciones constitucionales
y legales que podían ser fiscalizadas por
el Poder Judicial. El siguiente paso fue
declarar la competencia del Tribunal
para fiscalizar la constitucionalidad de
las leyes aprobadas por los estados. En
definitiva —aunque todavía hoy la ex-

tensión de sus poderes es debatida por
unos y por otros—, el Tribunal Supre-
mo se ha ido afirmando como una pie-
za clave del sistema constitucional nor-
teamericano. De hecho, el razonamien-
to jurídico en este país discurre inexcu-
sablemente al hilo de sus pronuncia-
mientos. Y es que, como Charles Evans
HUGHES advirtió en 1907, «(w)e are
under a Constitution, but the Consti-
tution is what the judges say it is». Para
completar esta visión, el capítulo se-
gundo desarrolla la jurisdicción fede-
ral norteamericana, en su evolución
—al principio no todos apoyaban el de-
sarrollo de Tribunales federales infe-
riores— y en su desarrollo actual, por-
menorizando sus competencias y sus
límites.

En el capítulo tercero se tratan las
competencias de la federación y su ex-
tensión. Especialmente sugerentes son
las referencias históricas, que muestran
la tensión existente entre los Fede-
ralistas, a cuya cabeza estaba HAMILTON,
proclives a la extensión de los poderes
federales, y los Republicanos, Hderados
por JEFFERSON, reticentes al incremen-
to de los poderes federales y partida-
rios de las competencias estatales. En
definitiva, se descubren en estas pági-
nas los motores y los recelos que a fina-
les del siglo XVIII condujeron al naci-
miento de un nuevo y original modelo
de estado, el federal. La lectura de este
capítulo resulta apasionante en un mo-
mento como éste, en el que el proceso
de construcción europea —con todas
sus incertidumbres e inseguridades—
se encuentra abierto.

Entre las competencias federales,
mención especial merecen la competen-
cia en materia de comercio (capítulo
cuarto), en materia fiscal (capítulo quin-
to) y de asuntos internacionales (capí-
tulo sexto). Asimismo, se trata el «do-
mestic power» del presidente (capítulo
séptimo), las competencias e inmuni-
dades del Congreso, el status de sus
miembros (capítulo octavo y noveno) y
el proceso legislativo (capítulo décimo).

El volumen segundo —que tiene 728
páginas— se inicia con el capítulo 11,
que vuelve extensamente sobre la «com-
merce clause», estudiada monográ-
ficamente entre nosotros por BORRAJO
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INIESTA. Aunque la Constitución otorga
al Congreso la competencia para la re-
gulación del comercio, también permi-
te que los estados asuman competen-
cias en la materia. Su extensión y lími-
tes, constantemente problemáticos, con
frecuencia requieren la interpretación
judicial. En la resolución de estos con-
flictos, el Tribunal ha sido siempre sen-
sible a la importancia del respeto al
principio de unidad de mercado, que
—con el objetivo del mantenimiento de
una economía nacional unificada—, lle-
va a la proscripción de cualquier barre-
ra comercial entre los estados. Resulta
interesante, pues, profundizar en la so-
lución norteamericana a la dialéctica
entre los principios de unidad y auto-
nomía, siempre difícil en el ámbito eco-
nómico, y muy particularmente —como
CALONGE VELAZQUEZ ha expuesto en

nuestro país—, en el sector del comer-
cio.

El resto del volumen se ocupa del
principio de primacía de la legislación
federal, que cada vez más se pone en
juego con el incremento de la normati-
va federal que afecta a ámbitos que tra-
dicionalmente habían sido regulados por
los estados; del principio de coopera-
ción interestatal (capítulo 12); del régi-
men fiscal (capítulo 13); de las liberta-
des individuales, analizando las garan-
tías que ya se contenían en el texto ori-
ginal de la Constitución y, sobre todo,
los derechos fundamentales contempla-
dos en sus ocho primeras enmiendas
—denominadas «Bill of Rights»—, que
en principio estaban solamente pensa-
das para defender la libertad frente a la
nueva federación, pero que —tras la
introducción de la enmienda decimo-
cuarta— vinculan también a los esta-
dos (capítulo 14). En suma, los restan-
tes capítulos de este volumen precisan
la competencia del Tribunal Supremo
para controlar la constitucionalidad de
las leyes federales y estatales, la llama-
da «state action», y los derechos proce-
sales de los particulares.

En las 521 primeras páginas del vo-
lumen tercero, que dan lugar a un
larguísimo capítulo 18, se estudia la
enmienda catorce de la Constitución,
que consagra el principio de la «equal
protection», garantizando a todos un

trato no discriminatorio en el ejercicio
y disfrute de sus derechos fundamenta-
les. El principio de igualdad es después
especialmente proyectado sobre las di-
ferencias basadas en la raza —tema que
históricamente ha sido tan problemáti-
co en este país— y en la nacionalidad.
Conectado con todo ello, se contem-
plan in extenso el derecho a la «privacy»,
que incluye la discusión de aspectos tan
importantes como la esterilización y
contracepción, el matrimonio y los de-
rechos de la lamilia, el aborto, la liber-
tad sexual, la acumulación y distribu-
ción de datos personales, «el derecho a
morir»; el derecho al voto; el derecho a
la movilidad personal. El capítulo se
cierra con el estudio de los intereses
que no constituyen derechos fundamen-
tales, tales como las prestaciones so-
ciales, la vivienda, la educación y el
empleo. El capítulo 19 se ocupa, bási-
camente, de la parte final de la decimo-
cuarta enmienda a la Constitución
—propuesta en el siglo pasado en un
contexto de discriminación racial—, que
concede al Congreso la competencia
explícita para hacer cumplir la Consti-
tución y las leyes y, básicamente, el res-
peto a los derechos civiles y políticos.

La obra se cierra con el volumen
cuarto, que se dedica al estudio porme-
norizado de las libertades de expresión
y religión, así como del derecho de na-
cionalidad. Mención especial merece la
libertad de expresión, a la que se dedi-
can las 444 primeras páginas. A nadie
puede extrañar que sea ésta una de las
libertades más preciadas de los norte-
americanos. Desde que fuera recogida
en la primera enmienda constitucional
—que prohibe al gobierno aprobar le-
yes que supriman esta libertad, así como
la de prensa— han corrido ríos de tinta
sobre ella. Son muchos los libros que
llenan las estanterías de las bibliotecas
que proyectan la libertad de expresión
sobre los distintos ámbitos en los que
ésta actúa (político, comercial, etc.).
También sobre los distintos medios de
comunicación que le sirven de soporte,
los tradicionales y los nuevos a los que
apunta ya el desarrollo tecnológico de
nuestros días. Pues bien, de todo ello
se encuentra en la obra un tratamiento
exhaustivo, que abre eficazmente el
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cambio para ulteriores estudios espe-
cializados que, en su caso, puedan con-
venir al lector.

Este volumen, que consta de más de
mil páginas, se completa con unos apén-
dices muy interesantes, en los que, en-
tre otros, se contienen textos como la
declaración de independencia (1776),
la confederación (1777), la Constitución,
las propuestas de enmiendas que no han
llegado a ratificarse, la organización
judicial, una relación de los jueces del
Tribunal Supremo, así como de los pre-
sidentes y vicepresidentes de los EE.UU.

En suma, como decíamos al princi-
pio, por la extensión de temas tratados
y por la profundidad de su análisis, se
trata ésta de una obra importante, cuya
consulta resulta muy recomendable para
adentrarse en un universo jurídico —el
norteamericano—, que en tantos temas
puede aportar luces a los juristas eu-
ropeos.

José Carlos LAGUNA DE PAZ
Profesor Titular de Derecho

Administrativo
Universidad de Valladolid

VARIOS AUTORES: Encuentro sobre Bases
de Datos en la Administración Públi-
ca, Ed. Ministerio para las Adminis-
traciones Públicas, colección «Infor-
mes y Documentos», Madrid, 1992,
249 págs.

1. El libro que encabeza estas lí-
neas recoge las conferencias y ponen-
cias presentadas al Encuentro sobre
Bases de Datos en la Administración
Pública, celebrado en Madrid el 4 de
diciembre de 1990, bajo los auspicios
de tres instituciones públicas: el Con-
sejo Superior de Informática, el Minis-
terio para las Administraciones Públi-
cas y el Ministerio de Industria y Ener-
gía, y la organización del Centro Regio-
nal para la Enseñanza de la Informáti-
ca (CREÍ).

Dicho Encuentro se desarrolló en dos
sesiones (mañana y tarde); en cada una
de ellas se dictó una conferencia y tuvo
lugar un panel con la intervención de

varios especialistas. Las conclusiones y
aspectos más destacados quedaron re-
cogidos en las relatorías. Idéntico es-
quema se ha seguido en el volumen que
ahora se recensiona: una primera par-
te, referida a lo expuesto en la sesión
de mañana, en torno a los aspectos téc-
nicos y legales de las bases de datos
para el servicio público (págs. 19-115);
y una segunda, la de tarde, que recoge
la reflexiones sobre el momento actual
y futuro previsible de las bases de da-
tos (págs. 119-206). Además, se publica
también la relación completa de parti-
cipantes en el Encuentro, incluyendo
sus datos profesionales y su dirección
postal (págs. 209-249), lo que sin duda
puede resultar de gran utilidad para el
experto y el investigador.

Como quiera que esa segunda parte,
en la que se alude al momento actual y
futuro previsible de las bases de datos,
se ocupa, como a nadie se le escapa, de
los aspectos más directamente relacio-
nados con la informática, y por tanto
técnicos, de la cuestión, dejaremos que
sea el propio lector interesado, proba-
blemente aquel más relacionado con el
diseño, la creación o la distribución de
las bases de datos o el responsable de
centros de informática, quien, por su
propia iniciativa, se adentre en las cues-
tiones, sin duda del máximo interés,
que en torno a ellos en el libro se abor-
dan.

2. Bajo el título Bases de datos para
el servicio público, Julio DELICADO MON-
TERO-RÍOS pone de relieve en su Confe-
rencia la importancia creciente de la
información en la actividad cotidiana
de las Administraciones públicas. Una
mejor y más amplia utilización de la
información se convierten así para las
Administraciones públicas de las socie-
dades más modernas y avanzadas en
una necesidad ineludible como elemento
o medio de apoyo a la gestión, a la
planificación y a la toma de decisiones.

Al hilo de esta necesidad de infor-
mación muy elaborada y estructurada,
y para poder cumplirla adecuadamen-
te, tal y como se pone de relieve en el
texto, surge como alternativa la organi-
zación de determinadas informaciones
en forma de bases de datos; éstas hacen
posible almacenar, acceder y, en gene-
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ral, manejar datos, sin excesiva dificul-
tad. Las bases de datos así considera-
das permiten un mejor servicio público
desde dos puntos de vista: «en primer
lugar, a través de su uso interno por la
propia Administración y, en segundo
lugar, facilitando al público el acceso a
determinadas informaciones» (pág. 23).

Desde el primer punto de vista, las
bases de datos constituyen hoy un ins-
trumento que potencia de manera im-
portante la rapidez y la seguridad en
las actuaciones de las Administracio-
nes públicas: permiten contar en el
momento justo con «toda» la informa-
ción necesaria relacionada con la ac-
tuación que se tiene que desarrollar en
un determinado instante.

Desde el segundo punto de vista,
determinadas bases de datos pueden
estar abiertas a uso por el público pro-
porcionando al mismo una información
muy valiosa.

Por su parte, Concepción ALVARO
BERMEJO, ya en el Panel, en su Ponen-
cia Las bases de datos jurídicas, analiza
pormenorizadamente la situación actual
de las bases jurídicas en nuestro país,
centrándose en los ámbitos de legisla-
ción, jurisprudencia y bibliografía.

Estas bases de datos jurídicas, pri-
vadas y públicas (si bien estas últimas
en escasas ocasiones permiten el acce-
so público), que se dirigen a un amplio
espectro de usuarios (no sólo juristas
strictu sensu) por la propia condición
necesaria de la información jurídica en
casi todos los ámbitos de la actividad
económica y administrativa, presentan,
tal y como se manifiesta en el texto,
dos problemas de especial relieve: «la
actualización y la disponibilidad casi
inmediata del documento original»
(pág. 39).

En este marco de referencia, da cuen-
ta, asimismo, de la novedosa iniciativa
de integración de un amplio número de
instituciones públicas en la Red de Co-
operación de Servicios de Información
y Documentación Jurídica (1). Esta Red,

ideada en su origen por el Servicio de
Biblioteca y Documentación del Tribu-
nal Constitucional, tiene como uno de
sus objetivos más inmediatos la elabo-
ración de un Tesauro Jurídico Básico,
común para todos, al que cada uno de
los miembros añadirá los términos es-
pecializados que necesite.

Más adelante se abordan los aspec-
tos más relevantes en relación con la
transferencia de datos; entre Adminis-
traciones públicas, primero, por Jordi
GUIMET PEREÑA; entre la Administración
y las empresas, después, por Ricardo
HERNÁNDEZ CUESTA.

El primero de ellos sitúa en sus jus-
tos términos la realidad actual de la
transferencia de datos entre Adminis-
traciones públicas (2): «Esta informa-
ción, que probablemente hasta ahora
ha venido siendo un material que cada
Administración, y dentro de ella cada
Departamento, trataba como algo ex-
clusivo, opaco para los demás, va con-
formándose como un elemento fluido,
no estancado, que circula transparente
entre multiplicidad de organizaciones»
(pág. 49).

El segundo esboza unas primeras
ideas de cómo se encuentra en el mo-
mento presente el mapa de transferen-
cias de datos entre los dos sectores im-
plicados (público y privado), estudian-
do con tal fin determinados Centros
Directivos de las Administraciones pú-
blicas y las transferencias de datos que
realizan hacia el sector privado.

(1) Hasta un total de 44 cuando tiene
lugar el Encuentro (diciembre 1990): to-
das las Comunidades Autónomas a excep-
ción de Aragón; todas las universidades
públicas de la Comunidad Autónoma de

Madrid y la Universidad de Comillas; co-
legios profesionales de Madrid y Barcelo-
na; Congreso, Senado, Defensor del Pue-
blo, Consejo General del Poder Judicial,
Consejo Superior de Investigaciones Cien-
tíficas, Ministerio para las Administracio-
nes Públicas, Justicia y Relaciones con las
Cortes y Secretaría del Gobierno; Audien-
cia Provincial, Tribunal Supremo y Tribu-
nal Constitucional.

(2) Bien sea como consecuencia de
exigencias legales, bien de convenios es-
pecíficos entre los órganos administrati-
vos interesados; en el ámbito estos últi-
mos de las necesarias coordinación y co-
operación interadministrativas que han de
caracterizar las relaciones entre Adminis-
traciones públicas de sociedades moder-
nas y avanzadas como la de nuestro país.
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Algunas de las dificultades que ob-
serva en este intercambio de datos, apar-
te de la de mayor trascendencia, la que
se ha convenido en conocer como ten-
dencia «posesiva» de los datos, y, por
tanto, de la información, por las Admi-
nistraciones públicas (3), son a tres ni-
veles: organizativos, jurídicos y tecno-
lógicos. Las organizativas «arrancan del
bajo nivel de estándares de informa-
ción dentro de las Administraciones
públicas»; las jurídicas, por su parte,
«surgen de la insuficiente legislación
sobre privacidad, seguridad y criterios
de aplicación para la difusión de la in-
formación, salvaguardando siempre el
principio constitucional del derecho a
la intimidad personal, estableciendo pa-
ra ello los procedimientos formales y
limitaciones de acceso a los bancos de
datos para obtener información de difu-
sión pública»; y las tecnológicas, por úl-
timo, «parten de la falta de estándares en
sistemas y comunicaciones» (pág. 87).

Efectúa también, a modo de conclu-
sión, una importante reflexión de cara
a que la Administración «inicie los pro-
cesos de reforma necesarios (jurídicos,
técnicos y organizativos) para poten-
ciar dentro de sus Unidades Adminis-
trativas el desarrollo de los nuevos sis-
temas de intercambio electrónico de
datos, y conseguir mediante el uso de las
nuevas tecnologías que se mueva la in-
formación y no el ciudadano» (pág. 59).

A continuación, Isabel HERNÁNDEZ
Y FERNANDEZ DEL VALLE, en su Ponen-
cia Aspectos legales y jurídicos del acce-
so a las bases de datos, realiza una bre-
ve exposición de las soluciones que,
desde un punto de vista jurídico, se ofre-
cen en el ámbito nacional, internacio-
nal y comunitario. La conclusión que
extrae es lo insuficiente de las regula-
ciones existentes, tanto a nivel nacio-
nal como internacional.

(3) De la que acertadamente se hace
eco el ponente: «La Administración se en-
cuentra en una situación privilegiada, dado
que es propietaria de una gran cantidad
de información por parte de la sociedad,
pero en la mayoría de los casos esta infor-
mación queda almacenada y no es utiliza-
da de forma que revierta de nuevo sobre
ella en forma de servicio» (pág. 66).

Finalmente, Miguel SUBIRACHS I TOR-
NE examina en su Ponencia El acceso
del público a las bases de datos cuál es
la situación actual de este acceso. Des-
pués de poner de relieve cómo el gran
problema que soporta es triple, pues
hay que saber «dónde se encuentra la
información; cómo buscar en el inte-
rior del sistema de información; com-
prender los datos» (pág. 97), recomien-
da:

a) Potenciar el uso de las herra-
mientas de planificación estratégica de
los sistemas de información.

b) Encuadrar los objetivos de las
Administraciones públicas en su volun-
tad de transparencia mediante los da-
tos, conjunto de datos e informaciones
que les den cumplimiento.

c) Avanzar en el camino de conse-
guir la normalización de diseños y pro-
yectos de construcción de las bases de
datos en las Administraciones públicas.

d) Promover los trabajos necesa-
rios para potenciar la creación de los
mercados de servicios de información
de las bases de datos, en especial, de
las Administraciones públicas.

La Relatoría recoge, por último, las
conclusiones alcanzadas (seis en total),
contrastando las tesis mantenidas por
conferenciante, panelistas y asistentes,
y propone un conjunto de recomenda-
ciones (en número de nueve).

3. En una sociedad como la nues-
tra, en la que la información tiene una
importancia tan acusada y creciente,
interesante y oportuno se presenta un
volumen como este que ahora se recen-
siona, al recoger las opiniones y expe-
riencias de un importante grupo de ex-
pertos e investigadores sobre cuestio-
nes de tanta trascendencia para nues-
tras Administraciones públicas como las
referidas a los aspectos técnicos y lega-
les de las bases de datos, o su situación
actual y previsiones de futuro. Las ba-
ses de datos, en efecto, se constituyen
en nuestra realidad cotidiana como po-
deroso instrumento para aumentar la
eficacia de las Administraciones públi-
cas en su actividad de servicio al públi-
co, facilitando la información y presen-
tando los datos en forma coherente y
relacionada.

Si esto es así, nuestra conclusión,
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en línea con una de las propuestas del gan dicha información a disposición del
Encuentro, es única y clara: se debe ciudadano, de una forma estructurada
fomentar la estructuración de la infor- y comprensible,
mación de las Administraciones públi-
cas en bases de datos, que sirvan de José Ignacio Rico
apoyo, en el plano interno a la gestión. Profesor de Derecho Administrativo
a la planificación y a la toma de deci- Colegio Universitario de Segovia
siones y que, en el plano externo, pon- «Domingo de Soto»

634



REAL ACADEMIA DE JURISPRUDENCIA
Y LEGISLACIÓN

«PREMIO SAN RAIMUNDO DE PEÑAFORT»

Por acuerdo del Pleno de Numerarios de la Corporación de fecha 15 de
febrero de 1993 y con el mecenazgo de la Fundación Banesto, la Real Academia
de Jurisprudencia y Legislación ha instituido un premio denominado «San
Raimundo de Peñafort» que tiene por objeto fomentar la creación en materia
jurídica y galardonar las obras que lo merezcan.

En virtud de ello, se convoca el citado premio de acuerdo con la siguientes

B A S E S

1.". Podrán aspirar al premio los autores de obras monográficas, originales e
inéditas, que versen sobre un tema monográfico de DERECHO DE OBLI-
GACIONES Y CONTRATOS.

2.a. El premio estará dotado con la cantidad de TRES MILLONES DE PESE-
TAS (3.000.000).

3.a. Las obras presentadas a concurso habrán de estar escritas en alguna de
las lenguas oficiales de España o de sus Comunidades Autónomas o en las
de los Estados miembros de la Comunidad Económica Europea.

Deberán presentarse en forma rigurosamente anónima, distinguiéndose
con un lema cuya identificación se encontrará en una plica, cerrada y
sellada, en la que se hará constar el nombre, los apellidos, el domicilio del
autor y el primer renglón de su trabajo.

4.a. Las obras que se presenten al premio habrán de poseer una extensión
mínima de trescientos (300) folios mecanografiados a un solo espacio y
no podrán ser o haber sido tesis doctorales.

5.a. En ningún caso podrán aspirar al premio los Académicos de Número de
la Corporación.

6.a. Los trabajos habrán de presentarse en la Secretaria de la Real Academia
de Jurisprudencia y Legislación (Marqués de Cubas, número 13, 28014
MADRID) antes de las veinte horas del día 30 de diciembre de 1993.

7.a. El premio será discernido por una comisión constituida por cinco Acadé-
micos de Número, elegidos por el Pleno de la Real Academia.

8.a. Por mayoría de la comisión el premio podrá ser declarado desierto.

9.a. La concesión del premio y el autor premiado serán dados a conocer en
sesión pública que celebrará la Corporación antes del día 30 de junio de
1994.

10.a. Los trabajos no premiados serán devueltos a sus respectivos autores.

Madrid, quince de febrero de mil novecientos noventa y tres.

EL ACADÉMICO, SECRETARIO GENERAL
Luis Diez-Picazo y Portee de León



derecho privado

y constitución
Director: Rodrigo BERCOVITZ RODRIGUEZ-CANO

Secretario: Juan José MARIN LÓPEZ

Sumario del número 1 (enero-abril 1993)

ESTUDIOS

Rodrigo BERCOVITZ-RODRJGUEZ-CA.NO: La conservación, modificación y desarro-
lío por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, (orales o
especiales.

Guido Alpa: Diritto privato (Legislazione regionale).
Carlos MALUQUER DE MOTES BERNET: De! artículo 149.1.8." de la Constitución al

ordenamiento jurídico catalán: su reciente desarrollo en sistemas.
Juan José MARIN LÓPEZ: La jurisprudencia constitucional sobre el reparto

competencial en materia de derecho privado.
María Paz SÁNCHEZ GONZÁLEZ: Breves reflexiones sobre la doctrina constitucio-

nal relativa a las «Bases de las obligaciones contractuales".
José Antonio SERRANO GARCÍA: La Comunidad Autónoma de Aragón y su

derecho civil forai

COMENTARIOS Y NOTAS

Ángel CARRASCO PERERA: Alquileres e hipotecas: costes y principios de protec-
ción (a propósito de la STC 6/1992, de 13 de enero).

María Dolores GRAMUNT FOMBUENA: Ejercicio del derecho de retracto: la distin-
ta naturaleza de la consignación y del reembolso (a propósito de la STC 12/
1992 de 27 de enero).

CRÓNICA

MATERIALES

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.500 ptas.
Extranjero 59 $
Número suelto: España 1.600 ptas.
Número suelto: Extranjero 20 $

Suscripciones y números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Fuencarral, 45 - 28004 MADRID



REVISTA DEL CENTRO DE ESTUDIOS
CONSTITUCIONALES

Sumario del núm. 15 (mayo-agosto 1993)

I. SEMINARIO DEL CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

ANDRÉS DE BLAS GUERRERO: El estudio de la autodeterminación y la secesión.

ARMIN VON BOGDANDV: Perfiles de la Europa integrada. Resultados de una
investigación interdisciplinaria acerca del origen, la situación y las
perspectivas de la integración europea.

JULIO COTLER: Descomposición política y autoritarismo en el Perú.

FERENC FEHER: El socialismo de la escasez.

DIEGO LÓPEZ GARRIDO: Apuntes para un estudio sobre la constitución econó-

mica.

JAVIER DE LUCAS: Algunos problemas del estatuto jurídico de las minorías.
Especial referencia a la situación en Europa.

FERNANDO PANTALEÓN: Técnicas de reproducción asistida y Constitución.

Luis SANZ MENÉNDEZ, EMILIO MUÑOZ y CLARA E. GARCÍA: Auge y declive de la

política científica y tecnológica española: coordinación y liderazgo.

MANUEL JOSÉ TEROL BECERRA: Sobre la interpretación de la Constitución y de

la Ley en España.

II. DOCUMENTACIÓN

III. ACTIVIDADES DEL CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.500 pts.
Extranjero 59 $
Número suelto: España 1.600 pts.
Número suelto: Extranjero 20 $

Pedidos y suscripciones:
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Fuencarral, 45 - 28004 MADRID



REVISTA DE ESTUDIOS POLÍTICOS
(NUEVA ÉPOCA)

Presidente del Consejo Asesor: Carlos OLLERO GÓMEZ
Director: Pedro de VEGA GARCÍA

Secretario: Juan J. SOI.OZABAL ECHAVARRIA

Sumario del número 80 (abril-junio 1993)

ESTUDIOS

ANTONIO MORALES MOYA: LOS conflictos ideológicos en el siglo XVIII español.
GUILLERMO MÁRQUEZ CRUZ: La transición local en Galicia: Continuidad de las

élites políticas del franquismo y renovación de los gobiernos locales.
ÁNGEL CUENCA: Valor y ley.
AGUSTÍN SÁNCHEZ DE VEGA: Primeras reflexiones sobre la Ley del Consejo Econó-

mico y Social.

NOTA

COLÍN TURPÍN: Tendencias recientes en el Derecho Constitucional británico.
JOAN OI.IVER ARALUO: La cuestión religiosa en la Constitución de 1931: Una

nueva reflexión sobre un tema clásico.
XAVIER BALI.ART: Evaluación de políticas (marco conceptual y organización

institucional).
JESÚS M.° OSES GORRAIZ: Joseph de Maistre: Un adversario del Estado moderno.
JUAN BOSCO DIAZ-URMENKTA MUÑOZ: Isaiah Berlín y la pluralidad de fines.
JORGE BENEDICTO: ¿Espectadores o actores potenciales?: El debate sobre los

sistemas de creencias.
ISMAEL CRESPO MARTÍNEZ y FERNANDO FILGUEIRA: La intervención de las fuerzas

armadas en la política latinoamericana.

CRÓNICAS Y DOCUMENTACIÓN

OCTAVIO SALAZAR BENÍTEZ y MIGUEL J. AGUDO ZAMORA: El sistema político de
Andalucía.

RECENSIONES. NOTICIAS DE LIBRO

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4. 800 ptas.
Extranjero 61 S
Número suelto: España 1.400 ptas.
Número suelto: Extranjero 22 $

Suscripciones:
EDISA

López de Hoyos, 141 - 28002 MADRID
Números sueltos:

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES
Fuencarral, 45 - 28004 MADRID



REVISTA DE ESTUDIOS POLÍTICOS
(NUEVA ÉPOCA)

Presidente del Consejo Asesor: Carlos OLLERO GÓMEZ
Director: Pedro de VEGA GARCIA

Secretario: Juan J. SOI.OZÁBAL ECHAVARRIA

Sumario del número 81 (julio-septiembre 1993)

ESTUDIOS

BARTOLOMÉ CLAVERO SALVADOR: Garantie des Droits: Emplezamiento histórico
del enunciado constitucional.

JORG POLAKIEWICZ: El proceso histórico de la implantación de los derechos
fundamentales en Alemania.

ANGELA FIGUERUELO BURRIEZA: La incidencia positiva del Tribunal Constitucio-
nal en el Poder Legislativo.

JAVIER RUIPÉREZ ALAMILLO: Sobre la naturaleza del Estado de las Autonomías.
ALEJANDRO RUIZ-HUERTA CARBONELL: LOS Acuerdos Autonómicos de 28 de febre-

ro de 1992: ¿Una alternativa constitucional adecuada?
EDUARDO GONZÁLEZ CALLEJA: LOS intelectuales ftlofascistas y la "Defensa de

Occidente".

NOTA

JOAN OLIVER ARAUJO: La cuestión religiosa en la Constitución de 1931: Una
nueva reflexión sobre un tema clásico.

JONATHAN HOPKIN: La desintegración de la Unión de Centro Democrático: Una
interpretación organizativa.

ALBERT BELTRAN: La cuestión del acceso al poder del Partido Popular. Una
aproximación desde la Teoría Especial.

MERCEDES ALDA FERNÁNDEZ y LOURDES LÓPEZ NIETO: El Parlamento español:
¡977-1983: Una revisión de su papel en la transición y en la consolidación.

CRÓNICAS Y DOCUMENTACIÓN

MANUEL DOMÍNGUEZ ZORRERO: Estados excepcionales y garantía de derechos
fundamentales en Latinoamérica.

RECENSIONES. NOTICIAS DE LIBRO

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4. 800 ptas.
Extranjero 61 $
Número suelto: España 1.400 ptas.
Número suelto: Extranjero 22 $

Suscripciones:
EDISA

López de Hoyos, 141 - 28002 MADRID
Números sueltos:

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES
Fuencarral, 45 - 28004 MADRID



REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO
CONSTITUCIONAL

Presidente: Luis SÁNCHEZ AGESTA

Director: Francisco RUBIO LLÓRENTE

Secretario: Javier JIMÉNEZ CAMPO

Sumario del año 13, número 38 (mayo-agosto 1993)

ESTUDIOS

DIEGO LÓPEZ GARRIDO: Reflexiones sobre ¡a cnnstitucionalidad del Real Decreto-Ley ¡11992 de
medidas urgentes sobre el Fomento del Empleo y Prolección por Desempleo.

FRANCISCO DELGADO PIQUERAS: Régimen jurídico del derecho constitucional al Medio Ambiente.
JOSÉ JUAN MORESO MATEOS: Sobre normas inconstitucionales.
JOSÉ CAMARASA CARRILLO: Aspectos críticos y jurisprudencia conlencioso-adminisiraiiva en

tomo al derecho constitucional a la objeción de conciencia al servicio militar.
ALBERTO ARCE JANARIZ: El procedimiento legislativo en el Principado de Asturias.

NOTA

GERMÁN FERNANDEZ FAJIRF.RES: La subvención y el reparto de competencias entre el Estado y las
Comunidades Autónomas.

JURISPRUDENCIA

Estudios y Comentarios
FERNANDO SANTAOLALLA LÓPEZ: La inmunidad parlamentaria y su control constitucional: co-

mentarios a la Sentencia 206/1992, de 27 de noviembre, del Tribunal Constitucional.
ANTONIO MORALES GARCÍA: Buena fe y derechos fundamentales en la jurisprudencia del Tribunal

Constitucional.
MARIANO BACIGAI.UPO SAGGESE: La aplicación de la doctrina de los «limites inmanentes» a los

Derechos fundamentales sometidos a reserva de limitación legal. (A propósito de la Sen-
tencia del Tribunal Administrativo Federal Alemán de 18 de octubre de 1990.)

Crónica por el DEPARTAMENTO DE DERECHO CONSTITUCIONAL DE LA UNIVERSIDAD CARLOS III DE
MADRID.

CRÓNICA PARLAMENTARIA

Por Nicolás PÉREZ-SERRANO JAURECUI

CRITICA DE LIBROS

RICARDO L. CHUECA RODRÍGUEZ: Sobre la normación del proceso representativo.
JAVIER CANO: Derecho Autonómico Vasco.
JOSÉ MANUEL RODRÍGUEZ URIBES: Un comentario al libro de Rafael Asís: aLas paradojas de los

Derechos Fundamentales como limites al Poder».

RESEÑA BIBLIOGRÁFICA

Noticias de Libros. Revista de Revistas.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.500 ptas.
Extranjero 59 $
Número suelto: España 1.600 ptas.
Número suelto: Extranjero 20 $

Suscripciones:
EDISA

López de Hoyos, 141 - 28002 MADRID

Números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Fuencarral, 45 - 28004 MADRID

CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES
Plaza de la Marina Española, 9 - 28071 MADRID (ESPAÑA)



REVISTA DE INSTITUCIONES EUROPEAS

Directores: Manuel DIEZ DE VELASCO, Gil Carlos RODRÍGUEZ IGLESIAS
y Araceli MANGAS MARTÍN

Directora Ejecutiva: Araceli MANGAS MARTIN
Secretaria: Nila TORRES UGENA

Sumario del vol. 20, número 2 (mayo-agosto 1993)

ESTUDIOS

ELISA PÉREZ VERA: El Tratado de la Unión Europea y los derechos humanos.
JOSÉ MANUEL SOBRINO HEREDIA: La actividad diplomática de las delegaciones de

la Comisión en el exterior de la Comunidad Europea.
Luis MARIA DIEZ-PICAZO: Reflexiones sobre la idea de la Constitución europea.

NOTAS

NURIA BOUZA VIDAL: El ámbito personal de aplicación del derecho de estableci-
miento en los supuestos de doble nacionalidad. (Comentario a la sentencia
del TJCE de 7 de julio de 1992, Micheletti c. Delegación del Gobierno de
Cantabria, as. C 369/90.)

RAFAEL BUSTOS GISBERT: Cuestiones planteadas por la jurisprudencia constitu-
cional referente a la ejecución y garantía del cumplimiento del Derecho
Comunitario.

FERNANDO CASTILLO DE LA TORRE: Derecho de la política comercial y derecho de
la competencia: algunas consideraciones sobre su interacción en el ámbito
comunitario.

JURISPRUDENCIA

CRÓNICAS

— Consejo de Europa. Comité de Ministros, por Nila Torres.
— Crónica de la jurisprudencia de la Comisión y del Tribunal Europeo de

Derechos Humanos, por Fanny CASTRO RIAL.

BIBLIOGRAFÍA

REVISTA DE REVISTAS

DOCUMENTACIÓN

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.500 ptas.
Extranjero 59 $
Número suelto: España 1.600 ptas.
Número suelto: Extranjero 20 $

Suscripciones y números sueltos:
CENTRO DE ESTUDIOS CONSTITUCIONALES

Fuencarral, 45 - 28004 MADRID



REVISTA DE HISTORIA ECONÓMICA

Director: Leandro PRADOS DE LA ESCOSURA
Secretario: Pedro FRAILE BALBIN

Sumario del año XI, núm. 2 (primavera-verano 1993)

PANORAMAS DE HISTORIA ECONÓMICA

C. Knick HARLEY (Univesidad Western Ontario): Una nueva evaluación
macroeconómica de la Revolución Industrial.

PREMIO RAMÓN CARANDE 1992

Mario GARCIA-ZÚÑIGA (Universidad del País Vasco): Haciendas [orales y refor-
mas borbónicas. Navarra, 1700-1808.

ARTÍCULOS

Fernando MÉNDEZ IBISATE (Universidad Complutense de Madrid): Aspectos
macroeconómicos del pensamiento de Alfred Marshall: Teoría monetaria.

MATERIALES DE INVESTIGACIÓN

Luis CASTAÑEDA (Inst. Universitario Europeo) y Xavier TAFUNELL (Universidad
Pompeu Frabra): Un nuevo indicador para la historia financiera española:
La cotización de las letras de cambio a corto plazo.

Patricio PÉREZ GONZÁLEZ (Universidad de Cantabria): Fuentes y métodos para
estimar la renta regional: Santander, 1985-1930.

NOTA

Jesús MARÍA VALDALISO: Algunas reflexiones acerca de la historia empresarial y
su desarollo en España.

RECENSIONES

PRECIOS SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 4.200 ptas.
Extranjero 55 S
Número suelto: España 1.750 $
Número suelto: Extranjero 20 $

Suscripciones y números sueltos:
ALIANZA EDITORIAL

Milán, 38, Teléf.: 300 00 45
28043 MADRID (España)



REVISTA DE LAS CORTES GENERALES

CONSEJO DE REDACCIÓN

Presidentes: Félix PONS IRAZABAL y Juan José LABORDA MARTÍN
Presidente de Honor: Gregorio PECES-BARBA MARTÍNEZ

Juan MUÑOZ GARCÍA, Bernardo BAYOSA AzNAR.FedericoTRiLi.o-FiGVEROAMARTlNEZ-CoNDE, Clemente
SANZ BLANCO, Joan MARCET I MORERA, Manuel AGUILAR BF.LDA, Francisco RUBIO LLÓRENTE, Martín

BASSOLS COMA, José M. BELTRAN DE HFREDIA, José Luis CASCAJO DE CASTRO, Elias DÍAZ, Jorge DE
ESTEBAN ALONSO, Eusebio FERNANDEZ, Fernando GARRIDO FAMA, Antonio PÉREZ LUÑO, Fernando

SAINZ DE BUJANDA, Juan ALFONSO SANTAMARÍA PASTOR, Jordi SOLÉ TURA, Manuel FRAILE CLIVILLES,

PABLO PÉREZ JIMÉNEZ, Emilio RECORDER DE CASSO, Fernando SANTAOLALI-A LÓPEZ, Femando SAINZ

MORENO, María Rosa RIPOLI.ES SERRANO, Manuel GONZALO GONZÁLEZ y Miguel MARTÍNEZ
CUADRADO.

Director: Tgnacio ASTARLOA HUARTE-MENDIOCA
Subdirector: Manuel ALBA NAVARRO

Sumario del número 27 (tercer cuatrimestre 1992)

I. ESTUDIOS

Plácido FERNANDEZ-VIAGAS BARTOLOMÉ: IM comparecencia de los ciudadanos ante las
Comisiones de Investigación de las Asambleas Legislativas.

Angela FIGLERUELO BURRIEZA: El grado de suficiencia en la motivación de! suplicatorio y
la doctrina del Tribunal Constitucional.

Rafael GIL CREMAÜES: l¿ey de presupuestos y seguridad jurídica (sobre la sentencia 76/
1992 del Tribunal constitucional).

Javier GARCÍA ROCA: El planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad por el Juez
ordinario: el caso del Juez civil.

Miguel REVENGA SÁNCHEZ: El ejercicio del sufragio como derecho y deber cívico en
ÍMtinoamérica: el problema del voto obligatorio.

II. NOTAS Y DICTÁMENES

Nota de la Secretaría General del Congreso de los Diputados relativa a la declaración
de urgencia en la tramitación de Proyectos de ley.

Nota de la Secretaría General del Congreso de los Diputados, relativa a los Proyectos
de Ley por los que se aprueban los Acuerdos de Cooperación del Estado con la
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, con la Federación de
Comunidades Israelitas de España y con la Comisión Islámica de España.

Blanca LÓPKZ-MUKIZ DE MENDIZABAL y José Antonio DOMÍNGUKZ LUIS: Técnica legislativa y
sistemas expertos.

III. CRÓNICA PARLAMENTARIA. DOCUMENTACIÓN

LIBROS. REVISTA DE REVISTAS

Suscripciones:
SECRETARIA GENERAL DEL CONGRESO

DE LOS DIPUTADOS
(Servicio de Publicaciones)

Carrera de San Jerónimo, s/n - 28071 MADRID



i TT

PUBLICACIONES

Informe anual
Balance de la actuación del Defensor del Pueblo. Su presenta-

ción ante las Cortes Generales es preceptiva y proporciona una
visión de conjunto de las relaciones de la administración pública
con el ciudadano.

Informe anual 1991: 2 vols. (6.250 ptas.).
Informe anual 1992: 2 vols. (6.500 ptas.).

Recomendaciones y sugerencias
Reúne, anualmente desde 1983, las resoluciones en las que se

indica a la administración pública o al órgano legislativo competen-
te, la conveniencia de dictar o modificar una norma legal, o de
adoptar nuevas medidas de carácter general.

1991 (2.200 ptas.).
1992 (en prensa).

Informes, Estudios y Documentos
Se trata de documentos de trabajo, elaborados con motivo de la

actuación del Defensor del Pueblo, en los que de forma monográfica
se analizan algunos problemas de la sociedad española y la res-
puesta de las administraciones públicas.

«Situación penitenciaria en España» (agotado).
«Residencias públicas y privadas de la tercera edad» (1.600 ptas.).
«Situación penitenciaria en Cataluña» (agotado).
«Menores» (agotado).
«Situación jurídica y asistencial del enfermo mental en España»
(3.500 ptas.).

Recursos ante el Tribunal Constitucional
1983-1987 (2.600 ptas.).
1988-1992 (1.400 ptas.)

Distribuye:
LA LIBRERÍA DEL BOE
C/. Trafalgar, 29 - 28071 MADRID - Teléf. 538 22 95
DORSA
Camino de Hormigueras, 124 - 28031 MADRID - Teléf. 380 28 75



ANUARIO DEL DERECHO CIVIL

Sumario del tomo XLVI, fase. I (enero-marzo 1993)

ESTUDIOS MONOGRÁFICOS

Fernando PANTALEÓN: Asociación y sociedad. (A propósito de una errata del
Código civil.)

Jesús ALFARO AGUILA-REAL: Autonomía privada y derechos fundamentales.
Ignacio DÍAZ DE LEZCANO SEVILLANO: Saneamiento por Gravámenes Ocultos.

(Análisis del artículo 1483 del Código civil.)
M.a Pilar FERRER VANRELL: El acogimiento familiar en la Ley 11/1987, de 11 de

noviembre, como modo de ejercer la «potestad» de guarda.

ESTUDIOS LEGISLATIVOS

Javier BERMÚDEZ SÁNCHEZ: lnprescriptibilidad y recuperación de oficio de las
vía pecuarias: un análisis de la Disposición Final 1.a de la Ley de 27 de
junio de 1974.

VIDA JURÍDICA

María Josép BARO I BALLBE: «Vil Jornadas de dret Cátala a Tossa de Mar». El
Nuevo Codi de successions per causa de mort de Cataluña.

INFORMACIÓN LEGISLATIVA

A cargo de Pedro de EUZALDE Y AYMERICH y Luis Miguel LÓPEZ FERNÁNDEZ.

INFORMACIÓN COMUNITARIA

Santiago ALVAREZ GONZÁLEZ: Crónica de Legislación y Jurisprudencia Comuni-
tarias.

BIBLIOGRAFÍA

JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 6.400 ptas.
Fascículo suelto 2.100 ptas.
Extranjero 7.300 ptas.
Fascículo suelto 2.400 ptas.
Fascículo monográfico en homenaje a
don Federico de Castro (fascículo 4.°,
tomo XXXVI, 1983) 3.710 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76 - Tels. 547 54 22 y 390 20 13
28013 MADRID



ANUARIO DE DERECHO PENAL
Y CIENCIAS PENALES

Sumario del tomo XLV, fase. II (mayo-agosto 1992)

IN MEMORIAM
Carlos MARTÍNEZ PÉREZ: Emilio González, in memoriam.

SECCIÓN DOCTRINAL

Gerardo LANDROVE DIA?: Latinoamérica y los crímenes de los poderosos (el otro
quinto centenario).

Antonio CUERDA RIEZU: Estructura de la autoría de ¡os delitos dolosos, imprudentes
y de omisión en Derecho Penal español (1).

Josep María TAMARIT SLMAI.LA: La tentativa con dolo eventual.
José Manuel VAHE MI.'ÑIZ: Fundamento, alcance y función de las causas de justifi-

cación incompletas en el Código Penal español.
U jala JOSHI JUBERT: Unidad de hecho y concurso medial de delitos.
Carlos GONZÁLEZ ZORRJLLA: La Criminología y su función: el momento actual del

debate.

CRÓNICAS EXTRANJERAS
M. CHERIF BASSIOUNI: Un planteamiento estratégico y comprehensivo de coopera-

ción internacional para la prevención, control y represión de la criminalidad
internacional y trasnacional, incluyendo la creación de un tribunal internacio-
nal.

Ingcborg PIÍPPE: Causalidad.
Luis REGÍS PRADO: Del sistema de conminación de la multa en el Código Penal

brasileño.

SECCIÓN LEGISLATIVA. Disposiciones.

SECCIÓN DE JURISPRUDENCIA
Santiago MIR PUIG (Sección dirigida por): Comentarios a la Jurisprudencia del

Tribunal Supremo.
Elena FARRÉ TRAPAT: Algunos aspectos del desistimiento en la conspiración (Co-

mentario a la STS de 21 de octubre de 1987).
Antonio GONZÁLEZ-CUELLAR GARCIA: Jurisprudencia Constitucional.

BIBLIOGRAFÍA
Libros.
Revista de Libros.
Revista de revistas.

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 5.000 ptas.
Fascículo suelto 1.980 ptas.
Extranjero 5.400 ptas.
Fascículo suelto 2.400 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76, 8.° - Tels. 547 54 22 y 390 20 13
28013 MADRID



ANUARIO DE HISTORIA
DEL DERECHO ESPAÑOL

Sumario del tomo LXII (Madrid, 1992)

Francisco TOMAS Y VALIENTE: Al lector

ESTUDIOS

Jesús LALINDE ABADÍA: Las Cortes de Barcelona, de 1102.
Vicente MONTOJO MONTOJO: Crecimiento mercantil y desarrollo corporativo en Es-

paña: Los consulados extraterritoriales extranjeros (ss. xvt-xvn).
Santoa M. CORONAS GONZÁLEZ: Espíritu ilustrado y liberación del tráfico comercial

con Indias.
Ramón FERNÁNDEZ-GUERRA FERNANDEZ: El Fletamiento en las ordenanzas del Con-

sulado de Bilbao de ¡737.
José Luis BHRMEJO CABRERO: DOS aproximaciones a la Hacienda del Antiguo Régi-

men.
Tomás DE MONTAGLT EsTRAGfÉs: El testamento inoficioso en las Partidas y sus

fuentes.
Eugenio CISCAR PALLARES: La «Ferma de Dret» en el Derecho Foral Valenciano.
Carmen MUÑOZ DE BUSTILLO ROMERO: Asturias, Cuerpo de Provincia. (De ¡a Corpo-

ración provincial en la Castilla Moderna).
Rafael VAI.I.EJO POUSADA: Redención y pervivencia del foro durante la desamortiza-

ción de Mendizábal (1836-1854)'.

DOCUMENTOS

Joscph F. O'CALLAGHAN: Catálogo de los Cuadernos de las Cortes de Castilla y León
1252-1348.

Elena NAHARRO QLIRÓS: Relaciones entre dinero, trabajo y condición nobiliaria.

MISCELÁNEA

José M." ORTLÑO SANCHF.Z-PEDREÑO: Bartolomé Colón, primer adelantado de las
Indias.

Luis GONZÁLEZ ANTÓN: El Justicia de Aragón en el siglo xvi.
José Luis BERÍMEJO CABRERO: Textos normativos hispánicos en la obra de lean

Bodin.
Antonio JARA FUENTE: Para sujetar a vasallos rebeldes.

HISTORIOGRAFÍA

BIBLIOGRAFÍA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 6.420 ptas.
Tomo atrasado 6.950 ptas.
Extranjero 6.500 ptas.
Tomo atrasado 7.100 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76 - Tels. 547 54 22 y 390 20 13
280 1 3 MADRID



ANUARIO DE FILOSOFÍA DEL DERECHO

Sumario del tomo IX (Nueva época), 1992

I. MUJER, PODER. DERECHO
Juan Antonio GARCIA AMADO: ¿Tienen sexo las normas? Temas y problemas de la teoría

feminista del Derecho.
Roberto BERCALLI y Encarna BODELÓN: La cuestión de las mujeres y el derecho penal

simbólico.
Mari Angeles BARRERÉ UNZUF.TA: Feminismo y garantismo ¿Una teoría del derecho femi-

nista?
María EI.ÓSEGUI ITXASO: LOS derechos de la mujer keniana: conflicto entre Derecho

estatutario y Derecho consuetudinario.
Paloma DURAN y LALACLNA: Mujer, poder. Derecho: una posible interpretación.
Francisco PL-Y: El tópico «mujer» en perspectiva Galicia 1992
Esperanza Guisan: Autonomía moral para tas mujeres: Un reto histórico.
Antonio GIMÉNEZ MERINO: Una nota sobre la emancipación sexual: el feminismo y otras

diferencias.
Milagros OTERO PARGA: El concepto de poder y su relación con la mujer.

II. ESTUDIOS
1. Teoría jurídica
María José FARIÑAS DUI.CF: Filosofía del Derecho «versus» teoría del Derecho.
Teresa PICONTÓ NOVAI.ES: Teoría general de la interpretación y hermenéutica jurídica:

Betti y Gadamer.
Angela APARJSI MIRALLLS: Notas sobre la jurisprudencia como fuente del Derecho.

2. Valores jurídicos
José Antonio RAMOS PASCUA: El fundamento del vigor jurídico de los principios. Dworkin

frente a Esser.
José María ROSALES: Virtualidades y límites de la política institucional. ¿Es suficiente el

sistema de partidos?
Esperanza FERRANDO NICOUI.AU: El derecho a una vivienda digna y adecuada.

3. Historia del pensamiento jurídico
José J. MEGIAS QUIRÚS: De la facultad moral a la cualidad moral: el derecho subjetivo en

la Segunda Escolástica tardía.
Francisco CARPINTERO: Historia y justicia, según los juristas de formación prudencial.
José LÓPEZ HERNÁNDEZ: La fundamentación del derecho en Kant.
Ramón MACIA MANSO: El derecho y su relación con la moral según la teoría de J. A.

Fichte.
Salvador Rus RUFINO: Blas Ramos Sobrino en su centenario: Perfil humano e intelectual.

III. DEBATES

IV. INFORMACIONES

V. CRÓNICA BIBLIOGRÁFICA

VI. CRITICA BIBLIOGRÁFICA

PRECIOS DE SUSCRIPCIÓN ANUAL

España 3.500 ptas.
Tomo atrasado 4.200 ptas.
Extranjero 3.700 ptas.
Tomo atrasado 4.400 ptas.

Pedidos:
CENTRO DE PUBLICACIONES DEL MINISTERIO DE JUSTICIA

Gran Vía, 76, 8.° - Tels. 547 54 22 y 390 20 13.
28013 MADRID



DOCUMENTACIÓN

JURÍDICA

La igualdad y la libertad
religiosa en las relaciones

de trabajo

José María Contreras

MINISTERIO DE JUSTICIA
Secretaría General Técnica

Pedidos y suscripciones:
MINISTERIO DE JUSTICIA

Centro de Publicaciones
Gran Vía, 76, 8." - Teléfono 547 54 22 - 28013 MADRID



DOCUMENTACIÓN

JURÍDICA

Ordenanza sobre los Tribunales
Administrativos de la República Federal

Alemana de 21 de enero de 1960
(Verwaltungsgerlchtsordnung)

Introducción y traducción a cargo de

Nicolás González-Cuéllar Serrano
José Garberí Llobregat

MINISTERIO DE JUSTICIA
Secretaría General Técnica

Pedidos y suscripciones:
MINISTERIO DE JUSTICIA

Centro de Publicaciones
Gran Vía, 76, 8." - Teléfono 547 54 22 - 28013 MADRID



REVISTA DE ESTUDIOS DE LA
ADMINISTRACIÓN LOCAL Y AUTONÓMICA

Director: Francisco SOSA WAGNER
Secretario de Redacción: Luis CALVO SÁNCHEZ

Sumario del núms. 255-256 (julio-diciembre 1992)

I. SECCIÓN DOCTRINAL

Ramón MARTÍN MATEO: ¿05 Servicios Locales. Especial referencia a la presta-
ción bajo fórmulas societarias.

Francisco SOSA WAGNER: Impugnación de actos y acuerdos de las Corpora-
ciones Locales.

Ángel SÁNCHEZ BLANCO: La Ley de Reforma del Régimen Urbanístico y de
Valoraciones del Suelo y la resolución del Parlamento Europeo sobre una
política concertada de ordenación del territorio.

Juan Luis DE LA VALLINA VELARDE: Potestad organizatoria y autonomía local.
Antonio FANLO LORAS: Competencias en materia de aguas de las Comunida-

des Autónomas que pertenecen a cuencas intercomunitarias (el caso de
Aragón, La Rioja, Cantabria y Navarra).

Juan Manuel ALEGRE AVILA: El ordenamiento estatal del Patrimonio Históri-
co Español: Principios y bases de su Régimen Jurídico.

María Teresa CARBAI.I.F.IRA RIVERA: El plan provincial de cooperación a las
obras y servicios de competencia municipal.

Alfonso OJEDA MARÍN: El ámbito de la autonomía financiera en las provin-
cias y municipios.

Miguel Ángel COLLADO YURRITA: Sobre las Haciendas autonómicas y locales:
Los postulados del federalismo cooperativo.

Vitelio M. TENA PIAZLELO: La empresa pública local: Aspectos jurídico-for-
males de ¡a gestión municipal de intereses económicos mediante socie-
dad anónima.

Luis FAJARDO SPINOIA: La coordinación de las Administraciones Públicas.
Alberto GÓMEZ BARAHONA: La legislación sobre incentivos económicos regio-

nales.

II. SECCIÓN CRÓNICAS

III. SECCIÓN JURISPRUDENCIA

IV. SECCIÓN BIBLIOGRÁFICA

V. SECCIÓN REVISTAS

Suscripción anual: 4.000 pesetas • Número suelto: 1.200 pesetas.

INSTITUTO NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN PUBLICA
Redacción: Santa Engracia, 7 - 28010 MADRIDAUTONOMIAS



A U T O N O M I E S

Revista Catalana de Derecho Público

Gcneralitat de Catalunya
Escola de Administrado Pública

Instituí d'Estudis Autonómics
Director: Joaquim FERRET JACAS

Sumario del núm. 16 (1993)
ESPECIAL MEDIO AMBIENTE

a) Estudios
Joaquín TORNOS Y MAS: Algunas reflexiones sobre la Ley de régimen jurídico de

las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común.
Francisco LÓPEZ MENUDO: Naturaleza y significación general de la Ley de

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

José JUSTE RUIZ: La evolución del Derecho internacional del medio ambiente.
María Jesús MONTORO CHINER: La responsabilidad patrimonial de las adminis-

traciones públicas en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Dictamen núm. 181 del Consejo Consultivo de la Generalidad de Cataluña en
relación con la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b) Crónica

M. ANCELS Sotorra i Serra: Iter legislativo de la Ley 30/1992.

ESTUDIOS

Caterina GARCÍA I SEGURA: IM actividad exterior del Quebec: giro económico y
consolidación.

Nicoletta MARZONA: Regulación y disciplina del mercado de valores.
Jean-Louis AUTIN: Medios de comunicación y autoridades administrativas

independientes. El ejemplo francés del Consejo Superior del Audiovisual.

COMENTARIOS Y NOTAS

Francesc GUILLEN I LASIERRA: La competencia sobre coordinación de las poli-
cías locales a la luz de la reciente jurisprudencia constitucional.

ACTIVIDAD NORMATIVA, JURISPRUDENCIAL Y CONSULTIVA

CRÓNICA

NOTICIA DE LIBROS Y REVISTAS

Suscripción:
AUTONOMIES

Escola d'Administració Pública de Catalunya

Av. Pcarson, 28 - 08034 BARCELONA
Precio: 3.800 ptas. (2 números, un año)



REVUE INTERNATIONALE DES SCIENCES
ADMINISTRATIVES

Revue d'Administration publique comparée

Sommaire du vol. LVIII, N.° 4, 1992

Derich W. BRINKERHOFF: Regarder á l'intérieur et vers l'avenir: principes de
gestión pour les programmes de développement.

Arie HALACHMI: Objectifs de performance el productivité.
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